
















































































































































 
 

Tribunal Superior de Bogotá 
______________________________ 

Sala de Decisión Transitoria Laboral   
 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

SALA DE DESCONGESTIÓN LABORAL 

  

Ordinario Laboral:  1100131050 38 2018 00528 01 

Demandante:  CYNDIA PATRICIA MOLANO VASQUEZ  

Demandado:   COLPENSIONES 

 

Magistrada Ponente:  EDNA CONSTANZA LIZARAZO CHAVES 

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO 

 

Teniendo en cuenta que por error involuntario, no se ordenó la devolución del 

proceso de la referencia el 10 de diciembre del año anterior ante la finalización 

de la medida de descongestión creada por el Consejo Superior de la Judicatura 

mediante Acuerdo PCSJA21 – 11766 del 11 de marzo de 2021 y que, si bien 

es cierto nuevamente se creó este Despacho con carácter transitorio mediante 

Acuerdo PCSJA22 – 11918 del 2 de febrero de 2022 del Consejo Superior de 

la Judicatura, no puede asumirse el conocimiento del proceso toda vez que la 

medida de descongestión está limitada por los Acuerdos CSJBTA22 - 13 del 

23 de febrero de 2022 y CSJBTA22 – 16 del 2 de marzo de 2022 del Consejo 

Seccional de la Judicatura de Bogotá que no incluyeron el referido expediente.  

Con fundamento en lo anterior, se ORDENA POR SECRETARÍA la devolución 

al despacho que conoce del proceso en la Sala Permanente de esta 

Corporación. 

 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

 

EDNA CONSTANZA LIZARAZO CHAVES 

Magistrada 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTA D.C. SALA LABORAL 
 

MAGISTRADO PONENTE: RAFAEL MORENO VARGAS 
 

Treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 
CONFLICTO NEGATIVO DE COMPETENCIA DENTRO DEL PROCESO 
ORDINARIO LABORAL de EPS SANITAS S.A. contra ADMINISTRADORA 
DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL 
EN SALUD –ADRES-. Rad. 11001 22 05 000 2022 00594 01. 
 

OBJETO DE LA PROVIDENCIA 
 

Corresponde a la Sala resolver el conflicto de competencia suscitado entre el Juzgado 

Veintitrés (23) Laboral del Circuito de Bogotá y la Superintendencia Delegada para 

la Función Jurisdiccional y de Conciliación de la Superintendencia Nacional de 

Salud. 
 

LA DEMANDA 
 

La Entidad Promotora de Salud Sanitas S. A.  EPS Sanitas–, por intermedio de 

apoderado, presentó demanda en contra de la Administradora de los Recursos del 

Sistema General de Seguridad Social en Salud –ADRES- con el fin de que se declare 

la responsabilidad de la demandada por los perjuicios ocasionados en la modalidad 

de daño emergente, por haber rechazado de manera infundada los 399 ítems 

contenidos en los 309 recobros. En consecuencia, se condene a la demandada al pago 

de $72.024.321 por concepto de indemnización del daño emergente, más $7.202.432 

a título de gastos administrativos inherentes a la gestión y al manejo de las 

tecnologías no incluidas en el POS. Asimismo, se condene al pago de los intereses 

moratorios, en modalidad de lucro cesante.  
 

 

El libelo fue asignado al Juzgado Veintitrés Laboral del Circuito de Bogotá, quien 

mediante auto del 25 de junio de 2019, declaró la falta de competencia para conocer 

del proceso ordinario promovido por la EPS SANITAS S.A. contra la Administradora 

de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud –ADRES-, por lo 

que ordenó remitir la demanda junto con sus anexos a la Superintendencia Nacional 

de Salud por ser la competente, al considerar que el literal f del artículo 41 de la Ley 

1122 de 2017 otorga a la referida Superintendencia, la competencia para dirimir los 
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conflictos suscitados de las devoluciones o glosas a las facturas entre entidades del 

Sistema General de Seguridad Social en Salud (Expediente Digital: 

11001010200020200000500 C3 (2), págs. 242 y 243).  

 

Así pues, una vez la Superintendencia Delegada para la Función Jurisdiccional y de 

Conciliación de la Superintendencia Nacional de Salud recibe el expediente, a través 

de auto del 19 de septiembre de 2019, rechazó la demanda y propuso el conflicto 

negativo de competencia, señalando que de conformidad con las sentencias C117 

/2008 y C119/2008, la competencia para conocer de las demandas judiciales contra 

el Estado por concepto de recobros podrán presentarse, a elección del demandante, 

ante los jueces laborales y de seguridad social, o bien ante la Superintendencia 

Nacional de Salud. Precisó que cuando el asunto es puesto en conocimiento de una 

de las autoridades competentes se descarta la competencia de las demás, es decir que 

al haber sido conocido el proceso por parte del Juzgado Veintitrés Laboral del 

Circuito de Bogotá, se descarta la competencia que le fue asignada mediante la Ley 

1122 de 20076, misma que es de carácter preventivo y no privativa o exclusiva 

(Expediente Digital: 11001010200020200000500 C3 (2), págs. 245 a 248). 
  

CONSIDERACIONES 
 

La competencia de ésta Corporación para resolver el conflicto suscitado entre las dos 

autoridades judiciales ya mencionadas, se encuentra determinada en el numeral 5, 

literal b) del artículo 15 del CPT y de la SS, según el cual, las Salas Laborales de los 

Tribunales Superiores de Distrito Judicial conocen de los conflictos de competencia 

que se susciten entre dos juzgados del mismo distrito judicial. 

 

Es así que, el Juzgado Veintitrés Laboral del Circuito de Bogotá expresó que la 

discusión se contrae al cobro de unas facturas derivadas de la prestación de un 

servicio de salud ofrecido por la EPS Sanitas a sus afiliados y en contra de la 

Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud –

ADRES-, asunto que, en su criterio, corresponde a la Superintendencia de Salud, en 

virtud del literal f del artículo 41 de la Ley 1122 de 2017.  

 

Por su parte, la Superintendencia Delegada para la Función Jurisdiccional y de 

Conciliación de la Superintendencia Nacional de Salud, adujo que la competencia 

asignada a ella para conocer en sede jurisdiccional de los asuntos descritos en el 

artículo 41 de la Ley 1122 de 2007, modificado por el artículo 6 de la Ley 1949 de 

2019, es de carácter preventivo y no privativa o exclusiva. Adicionalmente, aseveró 
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que de conformidad con el artículo 24 del CGP, las funciones jurisdiccionales 

generan competencia a prevención, razón por la que no podría excluirse la 

competencia otorgada por la ley a las autoridades judiciales y administrativas.  
 
Ahora bien, el numeral 4° del artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social, dispone que la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral y 

de seguridad social conoce de las controversias relativas a la prestación de los 

servicios de la seguridad social que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o 

usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, salvo los 

de responsabilidad médica y los relacionados con contratos. A la vez, el numeral 5° 

de esa misma disposición indica que esa especialidad conocerá de la ejecución de 

obligaciones emanadas de la relación de trabajo y del sistema de seguridad social 

integral que no correspondan a otra autoridad. 

 

Por su parte, el artículo 12 de la Ley 270 de 1996 establece que la función 

jurisdiccional se ejerce como propia y habitual y de manera permanente por las 

corporaciones y personas dotadas de investidura legal para hacerlo, según se precisa 

en la Constitución Política y en esa disposición, y se ejerce por la jurisdicción 

constitucional, por el Consejo Superior de la Judicatura, la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, las jurisdicciones especiales y por la jurisdicción 

ordinaria, que conocerá de todos los asuntos que no estén atribuidos por la 

Constitución o la ley a otra jurisdicción. 

 

Adicional a ello, la Ley 1122 de 2007 artículo 41 modificada por la Ley 1949 de 2019, 

establece la función Jurisdiccional, a petición de parte, con el fin de garantizar la 

efectiva prestación del derecho a la salud de los usuarios del Sistema General de 

Seguridad Social, donde se pronuncia dicha entidad en los siguientes asuntos: 

 

«ARTÍCULO 6. Modifíquese el artículo 41 de la ley 1122 de 2007, el cual 
quedará así: 
 

ARTÍCULO 41.  FUNCIÓN JURISDICCIONAL DE LA 
SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD. Con el fin de garantizar la 
efectiva prestación del derecho a la salud de los usuarios del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud y en ejercicio del artículo 116 de la 
Constitución Política, la Superintendencia Nacional de Salud podrá 
conocer y fallar en derecho, y con las facultades propias de un juez en los 
siguientes asuntos: 

a) Cobertura de los servicios, tecnologías en salud o procedimientos 
incluidos en el Plan de Beneficios en Salud (plan obligatorio de salud), 
cuando su negativa por parte de las Entidades Promotoras de Salud o 
entidades que se les asimilen ponga en riesgo o amenace la salud del 
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usuario, consultando la Constitución Política y las normas que regulen la 
materia. 

b) Reconocimiento económico de los gastos en que haya incurrido el 
afiliado en los siguientes casos: 

1. Por concepto de atención de urgencias en caso de ser atendido en 
una Institución Prestadora de Servicios de Salud (IPS) que no tenga 
contrato con la respectiva Entidad Promotora de Salud (EPS) o 
entidades que se le asimilen. 
2. Cuando el usuario haya sido expresamente autorizado por la 
Entidad Promotora de Salud (EPS) o entidades que se le asimilen para 
una atención específica. 
3. En los eventos de incapacidad, imposibilidad, negativa 
injustificada o negligencia demostrada de la Entidad Promotora de 
Salud o entidades que se le asimilen para cubrir las obligaciones para 
con sus usuarios. 

c) Conflictos derivados de la multiafiliación dentro del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud y de este con los regímenes exceptuados. 
 

d) Conflictos relacionados con la libre elección de entidades aseguradoras, 
con la libre elección de Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud 
dentro de la red conformada por la entidad aseguradora; y conflictos 
relacionados con la movilidad dentro del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud. 
 

e) Conflictos entre las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios 
y/o entidades que se le asimilen y sus usuarios por la garantía de la 
prestación de los servicios y tecnologías no incluidas en el Plan de 
Beneficios, con excepción de aquellos expresamente excluidos de la 
financiación con recursos públicos asignados a la salud. 
 

f) Conflictos derivados de las devoluciones o glosas a las 
facturas entre entidades del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud. 
 

La función jurisdiccional de la Superintendencia Nacional de Salud se 
desarrollará mediante un procedimiento sumario, con arreglo a los 
principios de publicidad, prevalencia del derecho sustancial, economía, 
celeridad y eficacia, garantizando debidamente los derechos al debido 
proceso, defensa y contradicción. 

La demanda debe ser dirigida a la Superintendencia Nacional de Salud, 
debe expresar con la mayor claridad las circunstancias de tiempo, modo y 
lugar; la pretensión, el derecho que se considere violado, así como el 
nombre y dirección de notificación del demandante y debe adjuntar los 
documentos que soporten los hechos. 

La demanda podrá ser presentada sin ninguna formalidad o 
autenticación; por memorial, u otro medio de comunicación escrito. No 
será necesario actuar por medio de apoderado, esto sin perjuicio de las 
normas vigentes para la representación y el derecho de postulación. En el 
trámite del procedimiento jurisdiccional prevalecerá la informalidad. 

La Superintendencia Nacional de Salud emitirá sentencia dentro de los 
siguientes términos: 
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Dentro de los 20 días siguientes a la radicación de la demanda en los 
asuntos de competencia contenidos en los literales a), c), d) y e) del presente 
artículo. 

Dentro de los 60 días siguientes a la radicación de la demanda en el asunto 
contenido en el literal b) del presente artículo. 

Dentro de los 120 días siguientes a la radicación de la demanda en el asunto 
contenido en el literal f) del presente artículo. 

Parágrafo 1. Las providencias emitidas dentro del proceso jurisdiccional 
se notificarán por el medio más ágil y efectivo. La sentencia podrá ser 
apelada dentro de los 3 días siguientes a su notificación. En caso de ser 
concedido el recurso, el expediente deberá ser remitido al Tribunal 
Superior del Distrito Judicial- Sala Laboral del domicilio del apelante. 

Parágrafo 2. La Superintendencia Nacional de Salud solo podrá conocer 
y fallar estos asuntos a petición de parte. No podrá conocer de ningún 
asunto que por virtud de las disposiciones legales vigentes deba ser 
sometido al proceso de carácter ejecutivo o acciones de carácter penal.» 
(Negrillas y subrayas fuera del texto). 

 

Por lo acabado de explicar y trascribir, teniendo en cuenta la cláusula de competencia 

anotada y que las pretensiones de la EPS Sanitas S. A. radican en que se le reconozcan 

y paguen las sumas de dinero que asumió con ocasión de la cobertura de las 

tecnologías que no se encontraban incluidos en el POS, a sus afiliados y beneficiarios, 

en cumplimiento de fallos proferidos en acciones de tutela y/o lo dispuesto por el 

Comité Técnico Científico que con anterioridad reclamó al Fondo de Solidaridad y 

Garantía –FOSYGA-, mediante el procedimiento administrativo especial de recobro, 

y que le fueron negados a través de la invocación de glosas, así como que se le 

cancelen los perjuicios generados, con ocasión del desgaste administrativo y judicial 

inherente a la gestión y al manejo de tales prestaciones, asunto que no se deriva de 

una relación contractual, mercantil o comercial, se estima que la actuación podría 

ser remitida a cualquiera de los despachos judiciales que hoy se encuentran en 

conflicto de competencia. No obstante, teniendo en cuenta que el proceso 

inicialmente fue repartido al Juzgado Veintitrés Laboral del Circuito de Bogotá, el 

mismo deberá ser remitido a este Juzgado para su trámite y decisión, por ser quien 

primero lo conoció. 

 

Lo anterior, sin perjuicio del reciente pronunciamiento proferido por la Corte 

Constitucional en Auto 389 del 22 de julio de 2021. 

 

En consecuencia, se enviará el asunto al Juzgado Veintitrés Laboral del Circuito de 

Bogotá para que prosiga con su trámite. De lo anterior se enterará a la 

Superintendencia Delegada para la Función Jurisdiccional y de Conciliación de la 

Superintendencia Nacional de Salud. 
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DECISIÓN 

 
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá, administrado justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de ley, 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO: Dirimir el conflicto negativo de competencia, en el sentido de 

DECLARAR que la competencia para conocer el proceso ordinario laboral de 

primera instancia adelantado por la E.P.S. SANITAS contra la 

ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE 

SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD –ADRES-, corresponde, a prevención, al 

Juzgado Veintitrés (23) Laboral del Circuito de Bogotá, autoridad a quien se remitirá 

el expediente para que avoque su conocimiento y continúe con su trámite. 

 
SEGUNDO: Envíese copia de la presente decisión a la Superintendencia Delegada 

para la Función Jurisdiccional y de Conciliación de la Superintendencia Nacional de 

Salud, para su información. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 

 
RAFAEL MORENO VARGAS  

Magistrado  

  

 

 

 

DIEGO FERNANDO GUERRERO OSEJO  
Magistrado  

  

 
DIEGO ROBERTO MONTOYA MILLAN  

Magistrado  

 

Firmas escaneadas según artículo 11 del Decreto 491 del 28 de marzo de 2020. 



 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA D.C. 

SALA DE DECISIÓN LABORAL 

MAGISTRADO PONENTE: RAFAEL MORENO VARGAS 

 
Proceso Ordinario Laboral No. 110013105- 002-2018-00560-01 

 
Demandante:                 LUIS ORLANDO CAMARGO JAIMES 

Demandada:  FONDO DE ADAPTACIÓN, OFICINA DE DISEÑOS, 
CÁLCULOS Y CONSTRUCCIONES LIMITADA – 
ODICCO LTDA, SEGUROS DEL ESTADO S.A. Y 
LAND CONSTRUCCIONES S.A.S.. 

 
Bogotá, D.C. treinta (30) de marzo dos mil veintidós (2022). 

 
 AUTO  

 
Sería del caso proceder al estudio de la admisión del presente asunto, sino fuera 

porque se evidencia que el expediente digitalizado que se remitió por reparto, 

presenta inconsistencias, en tanto y en cuanto, no se encuentra la totalidad de las 

piezas procesales que lo conforman, verbigracia, la audiencia y su respectiva acta 

celebrada el día 04 de octubre de 2021. Aunado a ello, se observa que se encuentra 

pendiente por resolver incidente de nulidad, tal como da cuenta el archivo «18.  

ACTA AUDIENCIA ALEGATOS Y FALLO (1)». 

 
Lo anterior, por obvias razones, impide adelantar en debida forma el estudio sobre 

la admisión del asunto en segunda instancia, es la razón por la cual se ORDENA su 

devolución inmediata al Juzgado de origen, para que verifique las inconsistencias 

anteriormente anotadas, e incorpore por medio magnético o reconstruya tales 

documentos; y una vez efectuado lo anterior, lo remita nuevamente de la manera 

más pronta a ésta Corporación con la finalidad de resolver lo pertinente. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

RAFAEL MORENO VARGAS 
Magistrado 

Firma escaneada según artículo 11 del Decreto 491 del 28 de marzo de 2020. 

 



 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA D.C. 

SALA DE DECISIÓN LABORAL 

MAGISTRADO PONENTE: RAFAEL MORENO VARGAS 

 
PROCESO ORDINARIO LABORAL promovido por LUIS ALBERTO 
GONZALEZ contra ARL POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A y 
OTROS. Rad. 110013105-020-2017-00832-01. 
 

Bogotá, D.C. treinta (30) de marzo dos mil veintidós (2022). 
 

AUTO 
 

De conformidad con lo previsto en el artículo 82 del CPT y S.S., modificado por el 

artículo 13 de la Ley 1149 de 2007, se ADMITE el recurso de apelación interpuesto 

por el apoderado de la parte demandada, ARL POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS 

S.A., contra el auto adiado 22 de enero de 2021. 

 
De igual modo, atendiendo lo previsto en el numeral segundo (2°) del artículo 15 del 

Decreto Legislativo 806 del 04 de junio de 2020, se ordena CORRER TRASLADO 

a las partes para alegar por escrito por el término de cinco (5) días, el cual corre de 

manera conjunta a partir del día siguiente a la ejecutoria de esta providencia. El 

correo electrónico dispuesto para tal fin, es el siguiente: 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
Se advierte a las partes que, una vez surtido el antedicho traslado, se proferirá la 

decisión escrita que corresponda dentro del presente asunto. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
 

 

RAFAEL MORENO VARGAS 

 
 

Firma escaneada según artículo 11 del Decreto 491 del 28 de marzo de 2020. 

 

mailto:secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA D.C. 

SALA DE DECISIÓN LABORAL 

MAGISTRADO PONENTE: RAFAEL MORENO VARGAS 

 
Proceso Ordinario Laboral No. 110013105- 023-2021-00299-01 

 
Demandante:                 JOSE RODRIGO VASQUEZ GAVIRIA 

Demandada:  ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES – COLPENSIONES. 

 
Bogotá D.C., treinta (30) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 

 AUTO  
 

De conformidad con lo previsto en el artículo 82 del CPT y S.S., modificado por el 

artículo 13 de la Ley 1149 de 2007, se ADMITE el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante, contra la sentencia emitida el 17 de febrero de 2021. Así 

mismo se admite el Grado Jurisdiccional de CONSULTA en favor de 

COLPENSIONES (art. 69 CPTSS). 

 

De igual modo, atendiendo lo previsto en el numeral primero (1°) del artículo 15 del 

Decreto Legislativo 806 del 04 de junio de 2020, se ordena CORRER TRASLADO 

a las partes para alegar por escrito por el término de cinco (5) días cada una, 

iniciando con la parte demandante y apelante, término que empieza a correr a partir 

del día siguiente a la ejecutoria de esta providencia. Una vez vencido el término a 

favor de la parte demandante, empieza a correr el traslado para la parte demandada. 

El correo electrónico dispuesto para tal fin, es el siguiente: 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
Se advierte a las partes que, una vez surtidos los antedichos traslados, se proferirá la 

sentencia escrita que corresponda dentro del presente asunto. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

RAFAEL MORENO VARGAS 
Magistrado 

Firma escaneada según artículo 11 del Decreto 491 del 28 de marzo de 2020. 

mailto:secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA D.C. 

SALA DE DECISIÓN LABORAL 

MAGISTRADO PONENTE: RAFAEL MORENO VARGAS 

 
Proceso Ordinario Laboral No. 110013105- 035-2015-00628-03 

 
Demandante:                 UNIDOS & ALIADOS DE COLOMBIA  

Demandada:  AFP PROTECCIÓN S.A y COOMEVA E.P.S S.A.. 

 
Bogotá D.C., treinta (30) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
AUTO 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 82 del CPT y S.S., modificado por el 

artículo 13 de la Ley 1149 de 2007, se ADMITEN los recursos de apelación 

formulados por los apoderados de las partes contra la sentencia emitida el 07 de 

febrero de 2022. 

 
De igual modo, atendiendo lo previsto en el numeral primero (1°) del artículo 15 del 

Decreto Legislativo 806 del 04 de junio de 2020, se ordena CORRER TRASLADO 

a las partes para alegar por escrito por el término de cinco (5) días, término que 

empieza a correr de manera conjunta para las partes, a partir del día siguiente a la 

ejecutoria de esta providencia. El correo electrónico dispuesto para tal fin, es el 

siguiente: secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
Se advierte a las partes que, una vez surtidos los antedichos traslados, se proferirá la 

sentencia escrita que corresponda dentro del presente asunto. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

RAFAEL MORENO VARGAS 
Magistrado 

Firma escaneada según artículo 11 del Decreto 491 del 28 de marzo de 2020. 
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RAD. No. 07-2019-00224-01: PROCESO ORDINARIO LABORAL. 

DEMANDANTE: LUCILA SOPO MARTÍNEZ. 

DEMANDADA: COLPENSIONES Y OTROS. 

 

Bogotá D.C., treinta (30) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 

La apoderada principal de la demandada COLPENSIONES 

presentó poder de sustitución a la doctora María Claudia Tobito Montero, 

identificada con CC 1.020.786.735 y TP 300.432 del CSJ. 

 

Así las cosas, al cumplirse los requisitos señalados en los artículos 

74 y 75 CGP, aplicables a nuestra especialidad por el artículo 145 CPTSS, 

se RECONOCE a la precitada profesional como apoderada sustituta de 

dicha parte, en los términos y con las facultades señaladas en dicho 

documento. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

HUGO ALEXANDER RÍOS GARAY 

Magistrado. 



 1 

 

 

RAD. No. 20-2020-00232-01: PROCESO ORDINARIO LABORAL. 

DEMANDANTE: ODILIA RAMÍREZ ORTIGOZA. 

DEMANDADA: COLPENSIONES. 

 

Bogotá D.C., treinta (30) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 

La apoderada de la demandante, mediante memorial presentado 

por correo electrónico, reiteró su solicitud de impulso del proceso para 

lograr sentencia de segunda instancia en el proceso de la referencia. 

 

Al respecto, se reitera lo señalado en auto del 08 de marzo de 

2022, en el sentido de indicar a la solicitante que los procesos se 

resuelven en el orden de llegada al Tribunal, teniendo en cuenta aquellos 

que tienen un trámite preferente establecido en la ley, tales como habeas 

corpus, acciones de tutela, fueros sindicales, sumarios, autos ordinarios 

y ejecutivos, por lo anterior, la demandante deberá estarse al turno 

correspondiente para lo cual se correrá traslado en el momento que 

corresponda. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

HUGO ALEXANDER RÍOS GARAY 

Magistrado. 



 1 

 

 

RAD. No. 26-2020-00442-01: PROCESO ORDINARIO LABORAL. 

DEMANDANTE: MARTHA LUCIA ECHEVERRIA GARCIA. 

DEMANDADA: COLPENSIONES. 

 

Bogotá D.C., treinta (30) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 

La apoderada sustituta de la demandante, mediante memorial 

presentado por correo electrónico, solicitó impulso del proceso para 

lograr sentencia de segunda instancia en el proceso de la referencia. 

 

Al respecto, es de indicar a la solicitante que los procesos se 

resuelven en el orden de llegada al Tribunal, teniendo en cuenta aquellos 

que tienen un trámite preferente establecido en la ley, tales como habeas 

corpus, acciones de tutela, fueros sindicales, sumarios, por lo anterior, 

la demandante deberá estarse al turno correspondiente para lo cual se 

correrá traslado en el momento que corresponda. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

HUGO ALEXANDER RÍOS GARAY 

Magistrado. 



 1 

 

 

RAD. No. 32-2016-00255-02: PROCESO ORDINARIO LABORAL. 

DEMANDANTE: JOSE PARMENIO VELANDIA BARRERA. 

DEMANDADA: SIEMENS S.A. y OTRO. 

 

Bogotá D.C., treinta (30) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 

La apoderada de la demandada COLMENA SEGUROS S.A., 

mediante memorial presentado por correo electrónico, solicitó impulso 

del proceso para lograr sentencia de segunda instancia en el proceso de 

la referencia. 

 

Al respecto, es de indicar a la solicitante que los procesos se 

resuelven en el orden de llegada al Tribunal, teniendo en cuenta aquellos 

que tienen un trámite preferente establecido en la ley, tales como habeas 

corpus, acciones de tutela, fueros sindicales, sumarios, autos ordinarios 

y ejecutivos, por lo anterior, la demandada deberá estarse al turno 

correspondiente para lo cual se correrá traslado en el momento que 

corresponda. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

HUGO ALEXANDER RÍOS GARAY 

Magistrado. 



 1 

 

 

RAD. No. 32-2019-00014-02: PROCESO ORDINARIO LABORAL. 

DEMANDANTE: FELIPE GUZMÁN LOZANO. 

DEMANDADA: ITAÚ CORPBANCA COLOMBIA S.A. 

 

Bogotá D.C., treinta (30) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 

La doctora Ana Roció Niño Pérez, identificada con CC 51.094.887 

y TP 110.038 del CSJ, allegó memorial a través de correo electrónico 

informando de la renuncia del apoderado judicial del DEMANDANTE y 

que éste le otorgó poder para actuar. 

 

Revisada la solicitud, se acredita que el doctor Jorge Carrasco 

Saavedra, identificado con CC 17.030.979 y TP 27.287 del CSJ, allegó 

renuncia de poder, a la vez que el demandante FELIPE GUZMÁN 

LOZANO otorgó poder a la solicitante. 

 

Así las cosas, al cumplirse los requisitos señalados en los artículos 

74 y 75 CGP, aplicables a nuestra especialidad por el artículo 145 CPTSS, 

se RECONOCE a la precitada profesional como apoderada de dicha parte, 

en los términos y con las facultades señaladas en dicho documento. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

HUGO ALEXANDER RÍOS GARAY 

Magistrado. 



 1 

 

 

RAD. No. 34-2019-00443-01: PROCESO ORDINARIO LABORAL. 

DEMANDANTE: EFRAÍN MONTEJO ANGEL. 

DEMANDADA: COLPENSIONES y OTROS. 

 

Bogotá D.C., treinta (30) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 

La apoderada del demandante, mediante memorial presentado 

por correo electrónico, solicitó impulso del proceso para lograr sentencia 

de segunda instancia en el proceso de la referencia. 

 

Al respecto, es de indicar a la solicitante que los procesos se 

resuelven en el orden de llegada al Tribunal, teniendo en cuenta aquellos 

que tienen un trámite preferente establecido en la ley, tales como habeas 

corpus, acciones de tutela, fueros sindicales, sumarios, autos ordinarios 

y ejecutivos, por lo anterior, el demandante deberá estarse al turno 

correspondiente para lo cual se correrá traslado en el momento que 

corresponda. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

HUGO ALEXANDER RÍOS GARAY 

Magistrado. 



 1 

 

 

RAD. No. 38-2019-0427-01: PROCESO ORDINARIO LABORAL. 

DEMANDANTE: CARMENZA RUBIO. 

DEMANDADA: COLPENSIONES y OTROS. 

 

Bogotá D.C., treinta (30) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 

El apoderado del demandante, mediante memorial presentado por 

correo electrónico, solicitó impulso del proceso para lograr sentencia de 

segunda instancia en el proceso de la referencia. 

 

Al respecto, es de indicar al solicitante que los procesos se 

resuelven en el orden de llegada al Tribunal, teniendo en cuenta aquellos 

que tienen un trámite preferente establecido en la ley, tales como habeas 

corpus, acciones de tutela, fueros sindicales, sumarios, autos ordinarios 

y ejecutivos, por lo anterior, el demandante deberá estarse al turno 

correspondiente para lo cual se correrá traslado en el momento que 

corresponda. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

HUGO ALEXANDER RÍOS GARAY 

Magistrado. 



 1 

 

 

RAD. No. 23-2020-00120-01: PROCESO ORDINARIO LABORAL. 

DEMANDANTE: RODRIGO TRUJILLO CÉSPEDES. 

DEMANDADA: COLPENSIONES. 

 

Bogotá D.C., veintinueve (29) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 

La doctora María Claudia Tobito Montero, identificada con CC 

1.020.786.735 y TP 300.432 del CSJ, quien en su momento allegó poder 

de sustitución otorgado por la apoderada principal de la demandada 

COLPENSIONES, presentó memorial a través de correo electrónico por el 

cual reitera su solicitud de renuncia a dicho poder. 

 

Al respecto, se reafirma lo señalado en auto del 10 de marzo de 

2022, sobre la imposibilidad de aceptar la renuncia a quien no fue 

reconocida como apoderada. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

HUGO ALEXANDER RÍOS GARAY 

Magistrado. 



 1 

 

 

RAD. No. 23-2021-00074-01: PROCESO ORDINARIO LABORAL. 

DEMANDANTE: JOSÉ VICENTE GARZÓN JIMÉNEZ. 

DEMANDADA: COLPENSIONES. 

 

Bogotá D.C., veintinueve (29) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 

La doctora María Claudia Tobito Montero, identificada con CC 

1.020.786.735 y TP 300.432 del CSJ, presentó memorial a través de 

correo electrónico por el cual reitera su renuncia al poder que le fue 

concedido por COLPENSIONES. 

 

Al respecto, revisado el expediente, advierte el suscrito magistrado 

que la solicitante fungió como apoderada sustituta de la demandada 

COLPENSIONES, de conformidad con el poder de sustitución otorgado 

por la sociedad NAVARRO ROSAS ABOGADOS ASOCIADOS S.A.S., 

identificada con NIT 900.847.037, con quien la solicitante alega que 

celebró contrato de prestación de servicios que finalizó el 28 de febrero 

de 2022, sin embargo, tal circunstancia no sustituye ni exonera a la 

apoderada solicitante de cumplir el requisito señalado en el artículo 76 

CGP para la validez de la renuncia al poder, a saber, que la renuncia sea 

acompañada de la comunicación enviada al poderdante en tal sentido, 

presupuesto que no se cumple en el presente caso, por lo cual se 

RECHAZA la solicitud. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

HUGO ALEXANDER RÍOS GARAY 

Magistrado. 



 1 

 

 

RAD. No. 26-2020-00209-01: PROCESO ORDINARIO LABORAL. 

DEMANDANTE: OMAR MESA HOLGUÍN. 

DEMANDADA: FIDUPREVISORA S.A. y OTROS. 

 

Bogotá D.C., veintinueve (29) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 

El apoderado del demandante, mediante memorial presentado por 

correo electrónico, solicitó impulso del proceso para lograr sentencia de 

segunda instancia en el proceso de la referencia. 

 

Al respecto, es de indicar al solicitante que los procesos se 

resuelven en el orden de llegada al Tribunal, teniendo en cuenta aquellos 

que tienen un trámite preferente establecido en la ley, tales como habeas 

corpus, acciones de tutela, fueros sindicales, sumarios, autos ordinarios 

y ejecutivos, por lo anterior, el demandante deberá estarse al turno 

correspondiente para lo cual se correrá traslado en el momento que 

corresponda. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

HUGO ALEXANDER RÍOS GARAY 

Magistrado. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA 

 SALA LABORAL 

 

Magistrado Ponente: DR MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

 

Bogotá D.C., veintinueve (29) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 

La apoderada de la parte demandante dentro del término legal, 

interpuso recurso extraordinario de casación contra el fallo proferido 

en esta instancia el treinta (30) de noviembre de dos mil veintiuno 

(2021), notificado por edicto de fecha seis (6) de diciembre de la 

misma anualidad, dado su resultado adverso. 

 

A efectos de resolver lo pertinente se hacen las siguientes,  

 

CONSIDERACIONES 

 

Es criterio reiterado de la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral 

de la Corte Suprema de Justicia, que el interés jurídico para recurrir en 

casación está determinado por el agravio que sufre el impugnante 

con la sentencia acusada, tratándose del demandante, corresponde 

al monto de las pretensiones que hubiesen sido negadas por la 

sentencia que se intenta impugnar, y respecto del demandado, se 

traduce en la cuantía de las condenas impuestas.1 

 

De acuerdo con el artículo 86 del Código Procesal del Trabajo  y de la 

Seguridad Social, son susceptibles del recurso de casación los 

                                                           
1 AL1514-2016 Radicación n.° 73011, del 16 de marzo de 2016, M.P. CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO. 
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procesos cuya cuantía exceda los 120 salarios mínimos, que a la fecha 

del fallo de segunda instancia  asciende a la suma de $109.023.120.  

 

En el presente caso, el fallo de primera instancia declaró la existencia 

del nexo laboral y condenó al pago de diversas acreencias laborales, 

decisión que fue revocada en su integridad por esta Sala. 

 

En consecuencia, el interés jurídico para recurrir en casación de la 

parte demandante recae sobre las pretensiones que, reconocidas en 

la primera instancia, fueron revocadas en la alzada, conceptos y 

valores que se recogen en el siguiente cuadro, atendiendo los 

parámetros de la sentencia. 

 

Salarios  $198.000 

Cesantías $16.500 

Intereses a las cesantías $50 

Prima de servicios $16.500 

Vacaciones $7.369 

Sanción moratoria art. 65 del C.S.T. $64´108.0002 

TOTAL $64´346.419 

                      *120 smlmv= 109´023.120 

 

De lo anterior se tiene que el monto del interés jurídico en estudio no 

supera los 120 salarios mínimos establecidos en el artículo 43 de la Ley 

712 de 2001. En consecuencia, no se concede el recurso extraordinario 

de casación interpuesto por la parte demandante.  

 
En firme el proveído, continúese con el trámite pertinente. 
 
                                                           
2 Ordenada a partir del 26 de octubre de 2013, a razón de $22.000 por cada día de retardo (literal f del 
numeral 2 de la parte resolutiva de la sentencia de primer grado, folio 278 vto.). 
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Notifíquese y Cúmplase,  
 
 
 

 
MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado 

 

 

 

 

LORENZO TORRES RUSSY                              MARLENY RUEDA OLARTE 

                Magistrado                                                          Magistrada 

 

 

 
Proyecto: Alberson 
 



EXP. 00 2022 00100 01 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales ± DIAN Vs. Medimás S.A. y Otra  
 
 

 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  
DE BOGOTA D. C.  

 
  SALA LABORAL   
 
 
PROCESO SUMARIO DE DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS 
NACIONALES ± DIAN CONTRA MEDIMAS S.A. Y CAFESALUD EPS S.A. 
EN LIQUIDACION 

 
Bogotá, D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
 

AUTO 
 

Como quiera que la ponencia presentada por el suscrito Magistrado, cuya 

parte resolutiva proponía: ³PRIMERO. RECHAZAR el recurso de apelación. 

SEGUNDO. ORDENAR la devolución del expediente a la Superintendencia 

Nacional de Salud´, no fue aceptada por la mayoría de la Sala, se ordena pasar 

el expediente al Despacho del que sigue en turno. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  
Magistrado  

 



EXP. 00 2022 00258 01 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales ± DIAN Vs. EPS Servicio Occidental de Salud S.A. 
 
 

 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  
DE BOGOTA D. C.  

 
  SALA LABORAL   
 
 
PROCESO SUMARIO DE DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS 
NACIONALES ± DIAN CONTRA EPS SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD 
S.A.  

 
Bogotá, D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
 

AUTO 
 

Como quiera que la ponencia presentada por el suscrito Magistrado, cuya 

parte resolutiva proponía: ³PRIMERO. RECHAZAR el recurso de apelación. 

SEGUNDO. ORDENAR la devolución del expediente a la Superintendencia 

Nacional de Salud´, no fue aceptada por la mayoría de la Sala, se ordena pasar 

el expediente al Despacho del que sigue en turno. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  
Magistrado  

 



EXP. 00 2022 00282 01 
Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital vs Compensar E.P.S. 
 

 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  
DE BOGOTA D. C.  

 
  SALA LABORAL   
 
 
PROCESO SUMARIO PROMOVIDO POR LA UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE CATASTRO DISTRITAL CONTRA COMPENSAR E.PS.  

 
Bogotá, D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
 

AUTO 
 

Como quiera que la ponencia presentada por el suscrito Magistrado, cuya 

parte resolutiva proponía: ³PRIMERO. RECHAZAR el recurso de apelación. 

SEGUNDO. ORDENAR la devolución del expediente a la Superintendencia 

Nacional de Salud´, no fue aceptada por la mayoría de la Sala, se ordena pasar 

el expediente al Despacho del que sigue en turno. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  
Magistrado  

 



EXP. 00 2022 00329 01 
Norbey Moreno Arias contra Salud Total EPS J-2019-2131 
 
 

 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  
DE BOGOTA D. C.  

 
  SALA LABORAL   
 
 
PROCESO SUMARIO PROMOVIDO POR NORBEY MORENO ARIAS 
CONTRA SALUD TOTAL E.P.S. (J-2019-2131) 

 
Bogotá, D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
 

AUTO 
 

Como quiera que la ponencia presentada por el suscrito Magistrado, cuya 

parte resolutiva proponía: ³PRIMERO. RECHAZAR el recurso de apelación. 

SEGUNDO. ORDENAR la devolución del expediente a la Superintendencia 

Nacional de Salud´, no fue aceptada por la mayoría de la Sala, se ordena pasar 

el expediente al Despacho del que sigue en turno. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  
Magistrado  

 



EXP. 00 2022 00342 01 
Puntomerca Merchandising S.A. contra Salud Total EPS S.A. J-2018-3421 
 

 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  
DE BOGOTA D. C.  

 
  SALA LABORAL   
 
 
PROCESO SUMARIO PROMOVIDO POR PUNTOMERCA 
MERCHANDISING S.A. CONTRA SALUD TOTAL E.P.S. S.A. (J-2018-3421) 

 
Bogotá, D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
 

AUTO 
 

Como quiera que la ponencia presentada por el suscrito Magistrado, cuya 

parte resolutiva proponía: ³PRIMERO. RECHAZAR el recurso de apelación. 

SEGUNDO. ORDENAR la devolución del expediente a la Superintendencia 

Nacional de Salud´, no fue aceptada por la mayoría de la Sala, se ordena pasar 

el expediente al Despacho del que sigue en turno. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  
Magistrado  

 



EXP. 00 2022 00367 01 
Eduardo Antonio Chica Ospina contra Salud Total EPS J-2018-0085 
 

 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  
DE BOGOTA D. C.  

 
  SALA LABORAL   
 
 
PROCESO SUMARIO PROMOVIDO POR EDUARDO ANTONIO CHICA 
OSPINA CONTRA SALUD TOTAL EPS, TRÁMITE AL CUAL SE VINCULÓ 
A MULTISERVICIOS DE SEGURIDAD MULTISEG LTDA. (J-2018-0085) 

 
Bogotá, D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
 

AUTO 
 

Como quiera que la ponencia presentada por el suscrito Magistrado, cuya 

parte resolutiva proponía: ³PRIMERO. RECHAZAR el recurso de apelación. 

SEGUNDO. ORDENAR la devolución del expediente a la Superintendencia 

Nacional de Salud´, no fue aceptada por la mayoría de la Sala, se ordena pasar 

el expediente al Despacho del que sigue en turno. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  
Magistrado  

 



EXP. 00 2022 00449 01 
Flores del Hato S.A.S. vs Cruz Blanca EPS S.A. 
 

 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  
DE BOGOTA D. C.  

 
  SALA LABORAL   
 
 
PROCESO SUMARIO DE FLORES DEL HATO S.A.S. CONTRA CRUZ 
BLANCA EPS S.A. 

 
Bogotá, D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
 

AUTO 
 

Como quiera que la ponencia presentada por el suscrito Magistrado, cuya 

parte resolutiva proponía: ³PRIMERO. RECHAZAR el recurso de apelación. 

SEGUNDO. ORDENAR la devolución del expediente a la Superintendencia 

Nacional de Salud´, no fue aceptada por la mayoría de la Sala, se ordena pasar 

el expediente al Despacho del que sigue en turno. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  
Magistrado  

 



EXP. 00 2022 00461 01 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales - DIAN vs Medimás S.A. y Otra  
 

 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  
DE BOGOTA D. C.  

 
  SALA LABORAL   
 
 
PROCESO SUMARIO DE LA DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS 
NACIONALES ± DIAN CONTRA MEDIMAS S.A. y CAFESALUD EPS S.A. 
EN LIQUIDACION  

 
Bogotá, D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
 

AUTO 
 

Como quiera que la ponencia presentada por el suscrito Magistrado, cuya 

parte resolutiva proponía: ³PRIMERO. RECHAZAR el recurso de apelación. 

SEGUNDO. ORDENAR la devolución del expediente a la Superintendencia 

Nacional de Salud´, no fue aceptada por la mayoría de la Sala, se ordena pasar 

el expediente al Despacho del que sigue en turno. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  
Magistrado  

 



EXP. 05 2018 00079 01 
Juan Pablo Blanco Vargas Vs Patrimonio Autónomo de Remanentes del ISS Liquidado ± PAR ISS  

1 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  
DE BOGOTÁ D. C.  
SALA LABORAL 

 
Mag. Ponente: Dr. MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

 
PROCESO ORDINARIO DE JUAN PABLO BLANCO VARGAS CONTRA 
PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES DEL ISS LIQUIDADO ± PAR 
ISS ±representado por FIDUAGRARIA S.A.-  
 

Bogotá D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 

Llega el expediente al despacho para estudiar la apelación interpuesta por la 

apoderada de la entidad demandada contra la sentencia dictada por el Juez 

Quinto (5º) Laboral del Circuito de Bogotá en audiencia del 21 de junio de 

2021, mediante la cual declaró la existencia de un contrato de trabajo entre la 

partes, condenó al pago de prestaciones sociales legales y extralegales, 

compensación en dinero de las vacaciones, indemnización por despido sin 

justa causa e indexación. 

 

Revisado su contenido la Sala advierte que la jurisdicción ordinaria laboral no 

es competente para conocer el asunto, según lo definió la Corte Constitucional 

en reciente jurisprudencia, en la cual concluyó que asuntos como el presente 

(ver demanda en archivo 001 folios 1 a 14) escapan de la órbita de la 

competencia residual contenida en el artículo 2 numeral 5 del CPTSS1, en 

tanto se discute ³OD� H[LVWHQFLD� GH� XQD� UHODFLyQ� ODERUDO�� SUHVXQWDPHQWH�

 
1 ³ARTICULO 2o. COMPETENCIA GENERAL. La Jurisdicción Ordinaria, en sus 
especialidades laboral y de seguridad social conoce de: 
�«�� 
5. La ejecución de obligaciones emanadas de la relación de trabajo y del sistema de seguridad 
social integral que no correspondan a otra autoridad´. 
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encubierta a través de la suscripción sucesiva de contratos de prestación de 

servicios con el (VWDGR´, controversia que debe ser zanjada en la jurisdicción 

de lo contencioso administrativo a la luz del artículo 104 numeral 2 del 

CPACA2, pues versa sobre contratos en los que es parte una entidad pública3.  

 

En el auto A-492 de 20214, la referida Corporación determinó que cuando se 

discute la existencia o el reconocimiento de un vínculo laboral y el consecuente 

pago de acreencias laborales, es necesario determinar si el contrato que unió 

al demandante con la entidad pública tiene una naturaleza distinta al que se 

suscribió y es de tipo laboral, labor que sólo puede adelantar el juez de lo 

contencioso administrativo, quien además es el llamado a determinar si la 

labor contratada podía o no cumplirse con personal de planta, o si requería de 

conocimientos especializados5. 

 

La Corte Constitucional concluyó que una evaluación preliminar para 

determinar si las funciones desempeñadas por el demandante en este tipo de 

 
2 ARTÍCULO 104. DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de lo 
dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios 
originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho 
administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando 
ejerzan función administrativa. 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
�«�� 
2. Los relativos a los contratos, cualquiera que sea su régimen, en los que sea parte una 
HQWLGDG�S~EOLFD�R�XQ�SDUWLFXODU�HQ�HMHUFLFLR�GH�IXQFLRQHV�SURSLDV�GHO�(VWDGR´. 
  
3 Decreto 2148 de 1992 artículo 1: ³(O�,QVWLWXWR�GH�6HJXURV�6RFLDOHV�IXQFLRQDUi�HQ�DGHODQWH�
como una empresa industrial y comercial del Estado, del orden nacional, con personería 
jurídica, autonomía administrativa y capital independiente, vinculada al Ministerio de Trabajo 
\�6HJXULGDG�6RFLDO´. 
 
4 Reiterado en auto A-684 de 2021. 
 
5 Ver artículo 32 numeral 3 de la Ley 80 de 1993: ³6RQ�FRQWUDWRV�GH�SUHVWDFLyQ�GH�VHUYLFLRV�
los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la 
administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con 
personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o 
requieran conocimientos especializados´. 
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procesos se ajustan o no a las de un empleado público, conllevaría a desatar 

la controversia de fondo antes de tramitar el proceso, con lo cual ³VH�FRUUHUtD�

el riesgo de exponer al actor equivocadamente ante una jurisdicción que no 

WLHQH� FRPSHWHQFLD� �«��� FRQ� OD� consecuente pérdida de oportunidad para 

DGHODQWDU�HO� WUiPLWH� MXGLFLDO�GH�VX� UHFODPDFLyQ´, como ha ocurrido en casos 

sometidos a la jurisdicción ordinaria en los que se han absuelto las entidades 

públicas por no encontrar probada la calidad de trabajadores oficiales en los 

demandantes6. 

 

En el auto referido la Corte Constitucional dictó expresamente la siguiente  

REGLA DE DECISIÓN:  

 

³La Jurisdicción Contencioso Administrativa es la competente para 
conocer y decidir de fondo un proceso promovido para determinar la 
existencia de una relación laboral, presuntamente encubierta a través de 

 
6 Corte Constitucional, auto A-492 de 2021: ³(Q� ORV� FDVRV� HQ� ORV� TXH� VH� GLVFXWH� HO�
reconocimiento de un vínculo laboral con el Estado no es posible aplicar la misma regla que 
se utiliza para definir la autoridad judicial que conoce de las controversias suscitadas entre los 
trabajadores oficiales o empleados públicos y el Estado. Lo anterior conlleva la necesidad de 
que la Sala Plena se aparte del precedente que, en su oportunidad, desarrolló la Sala 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. Es claro que corresponde a la jurisdicción 
ordinaria el conocimiento de los procesos laborales en los que son parte trabajadores oficiales 
y a la jurisdicción contencioso administrativa aquellos relacionados con la vinculación legal y 
reglamentaria de los empleados públicos. En efecto, cuando existe certeza de la existencia de 
un vínculo laboral y no se discute que había una relación de subordinación entre la entidad 
pública y el trabajador o empleado, resulta válido definir la jurisdicción competente para 
conocer de estos asuntos con base en las funciones que dice haber ejercido el empleado o 
trabajador (criterio funcional) y la entidad a la cual se encontraba vinculado (criterio orgánico), 
para establecer si se trata de un trabajador oficial, que puede ejercitar la acción laboral ante 
la jurisdicción ordinaria del trabajo, o de un empleado público, caso en el cual la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo es la que debe definir el asunto. 
Sin embargo, esta regla no puede ser aplicada cuando el objeto de la controversia es, 
precisamente, el reconocimiento del vínculo laboral y el pago de las acreencias derivadas de 
la aparente celebración indebida de contratos de prestación de servicios con el Estado pues, 
en estos casos, se trata de evaluar i) la actuación desplegada por entidades públicas en la 
suscripción de ii) contratos de naturaleza distinta a una vinculación laboral. Adicionalmente, la 
única autoridad judicial competente para validar si la labor contratada corresponde a una 
IXQFLyQ� TXH� ³QR� SXHGH� UHDOL]DUVH� FRQ� SHUVRQDO� GH� SODQWD� R� Uequiere conocimientos 
HVSHFLDOL]DGRV´�HV�HO�MXH]�FRQWHQFLRVR´� 
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la suscripción sucesiva de contratos de prestación de servicios con el 
Estado, de conformidad con el Artículo 104 del CPACA´ 7. 

 

En el caso presente las partes celebraron contratos administrativos de 

prestación de servicios regidos por la Ley 80 de 1993, lo que se evidencia de 

las normas legales y de la documental allegada al plenario8. 

 

En consecuencia, en aras de garantizar el derecho al debido proceso, 

particularmente el derecho a ser juzgado por el funcionario judicial a quien el 

ordenamiento jurídico previamente le ha atribuido competencia -juez natural-9 

y materializar el principio a la igualdad, de conformidad con lo reglado en los 

artículos 16 y 138 del C.G.P., se decretará la nulidad de lo actuado desde la 

sentencia proferida por el Juez Quinto (5º) Laboral del Circuito de Bogotá el 21 

de junio de 2021, y se dispondrá la remisión del expediente al reparto de los 

Jueces Administrativos del Circuito de Bogotá, para lo de su cargo, advirtiendo 

que las pruebas oportunamente decretadas y practicadas conservan su 

validez. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 

D. C., Sala Laboral,  

 
7 Corte Constitucional, Auto A-684 de 2021. 
 
8 Ver Contratos Nos. 5000033051 y 5000022213 en archivo 001 folios 28 y 29 y 399 y 400. 
 
9 Corte Constitucional, Sentencia C-537 de 2016 ³�«�� Esta garantía de juez natural no puede 
desligarse de la del derecho a que se cumplan las formas propias de cada juicio, es decir, los 
términos, trámites, requisitos, etapas o formalidades establecidas por el legislador, de acuerdo 
con los numerales 1 y 2 del artículo 150 de la Constitución Política, para la adopción de una 
decisión por parte del juez competente. Se trata de otra expresión del principio de juridicidad 
propio de un Estado de Derecho en el que los órganos del poder público deben estar 
sometidos al ordenamiento jurídico, no sólo en la función (competencia), sino en el trámite 
(procedimiento) para el ejercicio de dicha función. Ambos elementos hacen, determinados el 
uno por el otro, que se desarrolle un debido proceso. Es justamente en la determinación de 
las consecuencias procesales del trámite de la actuación procesal, por parte de un juez 
incompetente, en donde se pone en evidencia el carácter inescindible del juez natural y las 
formas propias de cada juicio´� 
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RESUELVE 

 
1. DECLARAR LA FALTA DE JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA para 

conocer el presente proceso. 
2. DECLARAR LA NULIDAD de todo lo actuado a partir de la sentencia 

proferida por el Juez Quinto (5º) Laboral del Circuito de Bogotá el 21 de 

junio de 2021, inclusive. 

3. REMITIR el expediente al reparto de los Juzgados Administrativos del 

Circuito de Bogotá para lo de su cargo, de conformidad con lo expuesto 

en la parte motiva de este proveído. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 
 
 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado  

 

 

 

LORENZO TORRES RUSSY                                       MARLENY RUEDA OLARTE   

                 Magistrado                                                                  Magistrada  
SALVO VOTO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
DE BOGOTÁ D. C. 
SALA LABORAL 

 
Mag. Ponente: Dr. MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO.  
 
PROCESO ORDINARIO LABORAL DE RÓMULO NOÉ MUÑOZ APONTE 
CONTRA LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES ± 
COLPENSIONES Y LA SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A. 
 

Bogotá D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veinte dos (2022),  

 

El Tribunal conforme lo acordado en Sala de Decisión, procede a dictar el 

siguiente:  

 
AUTO 

 

Conoce la Sala el recurso de apelación interpuesto por la apoderada de 

PORVENIR S.A. contra el auto dictado el 31 de agosto de 2021, mediante el 

cual se aprobó la liquidación de costas incluyendo $1.817.082 por agencias en 

derecho de primera instancia, a cargo de cada una de las demandadas 

(archivo No. 18 del expediente digital, trámite de primera instancia). 

 

Afirma el recurrente que no se tuvieron en cuenta los criterios establecidos en 

el Acuerdo PSAA16-10554 del 5 de agosto de 2016, especialmente los 

relativos a la naturaleza, calidad y duración de la gestión, como quiera que la 

pretensión principal consistía en la ineficacia del traslado, asunto ampliamente 

decantado por la Corte Suprema de Justicia y por ende de baja complejidad 

(archivo No. 19 del expediente digital, trámite de primera instancia). 

 

CONSIDERACIONES 
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Según lo dispone el numeral 4° del artículo 366 del Código General del 

Proceso, el valor de las agencias en derecho se debe basar en las tarifas que 

fije el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquellas establecen un mínimo y 

un máximo, el juez tendrá en cuenta la naturaleza, calidad y duración de la 

gestión realizada por el apoderado, o la parte que litigó personalmente, la 

cuantía del proceso, u otras circunstancias que estime pertinentes 

relacionadas directamente con su actividad y que permintan valorar la labor 

jurídica desarrollada, sin que se puedan desconocer los topes dispuestos en 

las normas.  

 

Con base en esta norma, se modificará la decisión apelada, pues si bien la 

suma definida en primera instancia como agencias en derecho se encuentra 

dentro del tope establecido en el numeral 1º del artículo 5º del Acuerdo 

PSAA16-10554 de 2016 del Consejo Superior de la Judicatura ±aplicable al 

asunto por la fecha en que inició el proceso-, el valor que a  juicio del Tribunal 

retribuye en justa medida la labor jurídica desarrollada por la parte actora en 

primera instancia es un millón de pesos ($1.000.000), toda vez que la 

controversia planteada en la demanda y desarrollada a lo largo del proceso se 

basó en jurisprudencia trazada por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia que sentó claramente todas las bases de interpretación normativa, y 

dispuso a cargo de la parte demandada la carga de aportar las pruebas 

pertinentes y conducentes del proceso por la existencia de negaciones 

indefinidas.  

 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D. C., Sala 

Sexta Laboral,  

 
RESUELVE 

 
1. MODIFICAR la providencia dictada el 31 de agosto de 2021 mediante 

la cual se aprobaron las costas del proceso, para disponer como valor 

de las agencias en derecho de primera instancia  (1) UN MILLÓN DE 

PESOS MCTE. 
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2. SIN COSTAS en la apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

Así se firma,  

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado 

 

 

 

LORENZO TORRES RUSSY                              MARLENY RUEDA OLARTE 

                Magistrado                                                          Magistrada 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  
DE BOGOTÁ D. C.  
SALA LABORAL   

 
Mag. Ponente: Dr. MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO. 

 
PROCESO ORDINARIO LABORAL PROMOVIDO POR RAFAEL DÍAZ 
TRUJILLO CONTRA BANCO AGRARIO DE COLOMBIA S.A. 
 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 

Llega el expediente al Tribunal, procedente del Juzgado Noveno (9º) Laboral 

del Circuito de Bogotá, para decidir el recurso de apelación interpuesto por el 

apoderado de la demandada, contra el auto dictado en audiencia del 2 de 

noviembre de 2021, mediante se dispuso no reponer la decisión de tener como 

indicio grave en contra de la demandada la presentación extemporánea de la 

subsanación de la contestación. 

 

ANTECEDENTES 

 

Por medio de apoderado, RAFAEL DÍAZ TRUJILLO presentó demanda 

ordinaria laboral contra BANCO AGRARIO DE COLOMBIA S.A., para que se 

condene al pago de honorarios y gastos debidamente indexados, de 

conformidad con el contrato de prestación de servicios profesionales suscrito 

entre las partes, conforme al cual el actor realizó el cobro y recaudo de cartera 

a favor de la convocada a juicio (folios 162 a 167 y 171 a 175). 

 

Notificada la admisión de la demanda a la entidad demandada (folios 176 y 

181), ésta presentó contestación dentro del término legal (folios 182 a 188). 

Así mismo, el demandante presentó reforma de la demanda (folios 424 a 441).  

 

En auto del 27 de enero de 2020, la Juez Novena (9ª) Laboral del Circuito de 

Bogotá inadmitió la referida contestación y dispuso no pronunciarse sobre la 



Exp. 09 2019 00273 02 
Rafael Díaz Trujillo Vs. Banco Agrario de Colombia S.A. 

2 

reforma de la demanda (folio 447), decisión que fue objeto de recursos de 

reposición y en subsidio de apelación (folios 448 y 449), el primero de los 

cuales fue negado por la referida juzgadora (folio 450) y el segundo rechazado 

por esta corporación (folios 465 a 467). 

 

Mediante auto del 18 de mayo de 2021 la juez de primera instancia dispuso 

obedecer y cumplir lo resuelto por el superior, tener por contestada la demanda 

por parte del BANCO AGRARIO y como indicio grave en su contra la 

presentación extemporánea de la subsanación (folios 483 y 484). Frente a esta 

decisión la demandada solicitó aclaración y complementación, la cual fue 

resuelta de manera negativa en audiencia del 2 de noviembre de 2021 (CD 6 

Min. 08:25), auto que fue objeto de reposición por parte de la pasiva (ibídem 

Min. 08:42). En la misma diligencia la Juez dispuso no reponer la providencia 

al considerar que, sin perjuicio del recurso interpuesto contra el auto que 

dispuso no estudiar la reforma de la demanda, no se suspendió el término para 

subsanar la contestación y, en consecuencia, la misma fue presentada de 

manera extemporánea y se mantenían los efectos procesales de dicha 

actuación (ibídem Min. 15:51). 

 

RECURSO DE APELACIÓN 
 

El apoderado del demandante manifiesta que se debió entender suspendido 

el término del auto que inadmitió la contestación, pues como la parte actora 

presentó recurso contra una decisión contenida en la misma providencia, los 

mismos se encuentran suspendidos hasta la notificación del auto de obedecer 

y cumplir lo resuelto por el superior, según el artículo 118 del CGP (ibídem 

Min. 16:12)1. 

 
1 ͞Sí, su señoría. Interpongo recurso de apelación contra la decisión que usted acaba de adoptar. Entre 
otras cosas, porque lo que nos prevé el inciso tercero del artículo 118 del CGP, lo que nos dice es que 
cuando se interponga recursos contra la providencia que concede un término o el auto a partir de cuya 
notificación debe concederse un término por ministerio de la Ley, éste se interrumpirá y comenzará a 
correr a partir del día siguiente a de su notificación que resuelve el recurso. Y en este caso, si bien, su 
señoría, nosotros no interpusimos recurso contra esa providencia, en lo pertinente de ellos, el término 
se suspendió automáticamente, y ahí entonces es el motivo por el cual nosotros consideramos que los 
términos no se cumplieron sino hasta cuando el auto de obedézcase y cúmplase lo resuelto por el 
ƐƵƉĞƌŝŽƌ͘��Ŷ�ĞƐƚŽƐ�ƚĠƌŵŝŶŽƐ͕�ƐƵ�ƐĞŹŽƌşĂ͕�ĚĞũŽ�ƐƵƐƚĞŶƚĂĚŽ�Ğů�ƌĞĐƵƌƐŽ�ĚĞ�ĂƉĞůĂĐŝſŶ͟. 
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CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL 
 

Revisado el expediente el Tribunal encuentra que la providencia no sería 

susceptible de recurso alguno por disposición expresa del artículo 318 inciso 

4º del CGP2, por cuanto no fue presentado en subsidio de aquel ±ni del que 

resolvió la aclaración y complementación3- ni en contra de puntos nuevos no 

decididos en la providencia inicial4.  

 

Sin embargo, con miras a evitar un formalismo excesivo y dando prelación al 

derecho sustancial de las partes sobre el meramente procedimental, se 

 
2 ͞ �Zd1�h>K�ϯϭϴ͘�WZK����E�/��z�KWKZdhE/����^͘�̂ ĂůǀŽ�ŶŽƌŵĂ�ĞŶ�ĐŽŶƚƌĂƌŝŽ͕�Ğů�ƌĞĐƵƌƐŽ�ĚĞ�ƌĞƉŽƐŝĐŝón 
procede contra los autos que dicte el juez, contra los del magistrado sustanciador no susceptibles de 
súplica y contra los de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, para que se reformen o 
revoquen. 
;͙Ϳ͘ 
El auto que decide la reposición no es susceptible de ningún recurso, salvo que contenga puntos no 
decididos en el anterior, caso en el cual podrán interponerse los recursos pertinentes respecto de los 
ƉƵŶƚŽƐ�ŶƵĞǀŽƐ͟. 
 
3 ͞ARTÍCULO 285. ACLARACIÓN. ;͙Ϳ͘ 
La providencia que resuelva sobre la aclaración no admite recursos, pero dentro de su ejecutoria podrán 
interponerse los que procedan contra la providencia objeto de aclaración. 
;͙Ϳ͘ 
ARTÍCULO 287. ADICIÓN. ;͙Ϳ͘ 
Dentro del término de ejecutoria de la providencia que resuelva sobre la complementación podrá 
recurrirse tĂŵďŝĠŶ�ůĂ�ƉƌŽǀŝĚĞŶĐŝĂ�ƉƌŝŶĐŝƉĂů͟. 
 
4 Cfr. Consejo de Estado ʹ ͞;͙Ϳ el ordenamiento legal de índole procesal ha determinado, de manera 
imperativa y categórica, que contra los autos mediante los cuales se hubiere decidido un recurso de 
reposición previamente interpuesto no resulta procedente la formulación de nuevos recursos. 
Naturalmente la limitación legal en referencia encuentra algunas excepciones ;͙Ϳ. Tales excepciones se 
configuran, fundamentalmente, i) cuando la propia ley autoriza o contempla la formulación subsidiaria 
de algún recurso adicional al de reposición y el mismo obviamente ha sido interpuesto en esas 
condiciones, de manera oportuna, como ocurre, por ejemplo, con los recursos subsidiarios de apelación; 
ii) cuando la ley se encarga de regular, de manera expresa, la interposición del correspondiente recurso 
de reposición y su respectiva decisión confirmatoria como requisitos de procedibilidad para la 
interposición de un recurso diferente, tal como sucede con el recurso de queja; iii) también será posible 
recurrir el auto mediante el cual se decida un recurso de reposición, cuando en el mismo se adopten 
nuevas determinaciones o se resuelva sobre aspectos no contemplados en la providencia inicialmente 
recurrida, evento este en el cual será posible entonces impugnar, mediante los recursos que legalmente 
fueren procedentes, esas nuevas decisiones, ello por cuanto las mismas no se conocían con anterioridad 
ʹpor elemental sustracción de materia- y, por contera, no habían sido ʹni podido ser-, objeto de 
cuestionamiento Ž�ŝŵƉƵŐŶĂĐŝſŶ�ĂůŐƵŶĂ͟. 
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entenderá que el mismo se dirige en contra de lo resuelto en la providencia 

inicial (folios 483 y 484), por lo que sobre ésta se pronunciará la Sala. 

 

Frente a tal decisión advierte el Tribunal que se debe rechazar el recurso 

propuesto, pues la providencia referida no se encuentra enlistada en el artículo 

65 del CPTSS5. Nótese que en la decisión se tuvo por contestada la demanda, 

y el numeral 1º de la norma en comento permite únicamente la apelación de 

las providencias que la tenga por no contestada.  

 

Si bien la juez señaló que tendría como indicio grave en contra de la entidad 

convocada la presentación extemporánea de la subsanación de la 

contestación, tal decisión tampoco es susceptible de control por esta vía. La 

valoración de las pruebas e indicios la hará el juez en la sentencia al examinar 

en conjunto toda la evidencia que obre en el proceso6. 

 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D. C., Sala 

Laboral, 

 
RESUELVE 

 

1. RECHAZAR recurso de apelación propuesto sobre el auto dictado el 2 

de noviembre de 2021, de conformidad con lo motivado. 

 
5 ͞1. El que rechace la demanda o su reforma y el que las dé por no contestada.  
2. El que rechace la representación de una de las partes o la intervención de terceros.  
3. El que decida sobre excepciones previas.  
4. El que niegue el decreto o la práctica de una prueba.  
5. El que deniegue el trámite de un incidente o el que lo decida.  
6. El que decida sobre nulidades procesales.  
7. El que decida sobre medidas cautelares.  
8. El que decida sobre el mandamiento de pago.  
9. El que resuelva las excepciones en el proceso ejecutivo.  
10. El que resuelva sobre la liquidación del crédito en el proceso ejecutivo.  
11. El que resuelva la objeción a la liquidación de las costas respecto de las agencias en derecho.  
12. Los demás que señale la ley͟. 
 
6 Ver Artículo 242 del CGP: ͞Apreciación de los indicios 
El juez apreciará los indicios en conjunto, teniendo en consideración su gravedad, concordancia y 
convergencia, y su relación con las demás ƉƌƵĞďĂƐ�ƋƵĞ�ŽďƌĞŶ�ĞŶ�Ğů�ƉƌŽĐĞƐŽ͟. 
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2. SIN COSTAS en esta instancia. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado 

   

 

    LORENZO TORRES RUSSY                          MARLENY RUEDA OLARTE 

                  Magistrado                                                            Magistrada 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
DE BOGOTÁ D. C.  
SALA LABORAL 

 
Mag. Ponente: Dr. MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO. 

 
PROCESO EJECUTIVO DE MARCO FIDEL SUÁREZ MARTÍNEZ CONTRA 
LA EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES DE BOGOTÁ ±ETB.  

 

Bogotá D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022).  

 
AUTO 

 
Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la apoderada de la parte 

ejecutada contra la providencia dictada el 2 de agosto de 2021, en la cual el 

Juzgado Décimo (10) Laboral del Circuito de Bogotá resolvió el recurso de 

reposición interpuesto contra el mandamiento de pago (folios 375 a 380). 

 

ANTECEDENTES 
 

Por medio de apoderada y a continuación del proceso ordinario, el 

demandante inició acción ejecutiva.  

 

En el proceso declarativo se condenó a la EMPRESA DE 

TELECOMUNICACIONES DE BOGOTÁ ± ETB, a indexar la base de la 

primera mesada pensional reconocida como pensión sanción y reajustarla en 

suma inicial de $3.211.819 a partir del 4 de febrero de 1998. La sentencia 

concretó el valor de las diferencias causadas al 31 de diciembre de 2008, en 

la suma de $71.649.630, sin perjuicio de las causadas con posterioridad, que 

debían liquidarse conforme a la metodología empleada por el Juzgado. La 

parte resolutiva de la sentencia que sirve como título de ejecución tiene el 

siguiente tenor literal: ³PRIMERO: CONDENAR a las demandadas (sic) 

EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES DE BOGOTÁ S.A. E.S.P. a 
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reconocer y pagar al demandante MARCO FIDEL SUÁREZ MARTÍNEZ como 

mesada pensional inicial a partir del 4 de febrero de 1998, la suma de 

$3.211.819, y al pago de la suma de SETENTA Y UN MILLONES 

SEISCIENTOS CUARENTA Y NUEVE MIL SEISCIENTOS TREINTA PESOS 

($71.649.630) hasta el 31 de diciembre de 2008, y las que surjan con 

posterioridad, para lo cual se deberá seguir la metodología utilizada por el 

juzgado para establecer las anteriores diferencias´�(folios 207 a 219)1.  

 

La demanda ejecutiva pide que se libre mandamiento de pago por el mayor 

valor causado entre la pensión sanción y la pensión de vejez, a partir de 

febrero de 2008. 

 

En providencia dictada el 6 de noviembre de 2019 (folios 281 a 284), corregida 

en auto del 25 siguiente (folio 286), se libró mandamiento de pago por las 

³diferencias pensionales por mayor valor a cargo el (sic) empleador desde el 4 

de febrero de 2008 a la fecha hasta que sea incluido en nómina de 

SHQVLRQDGRV��������������´�  

 

Contra la anterior decisión, el apoderado de la parte ejecutada interpuso 

recurso de reposición. Afirma que el título que contiene la obligación no reviste 

el carácter ejecutivo por cuanto carece de claridad, específicamente porque 

desconoce la sentencia del 24 de septiembre de 1999 dictada por el Tribunal 

Superior de Bogotá dentro del proceso con radicación 971800549A, en la que 

al desatar la alzada contra la decisión que ordenó el reconocimiento y pago de 

la pensión sanción, dispuso que dicha prestación se causaría hasta cuando el 

actor empezara a percibir la pensión de vejez. Asegura que no tener en cuenta 

esta providencia constituiría una violación a los principios de cosa juzgada y 

seguridad jurídica, y le negaría su valor jurídico.  

 

 
1 (ver cuaderno No 3, sentencia SL 22240-2017, M.P. ANA MARÍA MUÑOZ 
SEGURA).   
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En auto del 12 de marzo de 2020 (folios 375 a 380), la juez a quo resolvió no 

reponer el auto que libró mandamiento de pago, luego de considerar que este 

se encontraba ajustado a las decisiones ejecutadas que contienen una 

obligación clara, expresa y exigible, pues en ellas no se determinó que el pago 

de las diferencias a cargo de la demandada iba hasta el 4 de febrero de 2008 

sino que comprendió también las causadas con posterioridad.  

 

Contra dicha determinación, la ETB interpuso el recurso de apelación que se 

resuelve. Argumenta que en el proceso declarativo se solicitó la indexación de 

la primera mesada pensional reconocida por la ETB, con los correspondientes 

ajustes anuales, pero en ningún momento se determinó que esa entidad debía 

continuar pagando la pensión sanción o el mayor valor existente con la 

reconocida por el Instituto de febrero de 2008 en adelante. Insiste en que se 

echa de menos la decisión proferida por el Tribunal en 1999, que precisó que 

la pensión debía ser pagada hasta tanto el Instituto de los Seguros Sociales 

reconociera la pensión de vejez, hecho no discutido a través del recurso de 

casación, ni al interior del proceso 2009-0022, incluso -dice- el actor pretende 

desconocer el efecto de cosa juzgada de dicha sentencia mediante nueva 

demanda en proceso declarativo que se tramita ante el Juzgado 16 Laboral 

del Circuito de Bogotá bajo el radicado 11001310501620190034500. Por 

último, asevera que indexó la primera mesada y los reajustes derivados de tal 

situación hasta el mes de febrero de 2008, momento a partir del cual se 

extinguió su obligación de pagar la pensión sanción (archivo 27, CD folio 385).  

 

 
CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL 

 
Para resolver la controversia basta recordar que el artículo 100 del CPT en 

armonía con el artículo 422 del CGP, permite al titular de obligaciones claras 

expresas y exigibles que se hayan originado en una relación de trabajo y 

consten en acto o documento que provenga del deudor o de su causante, o 

emanen de una decisión judicial o arbitral firme, o de una confesión expresa 

causada en interrogatorio de parte anticipado, solicitar al juez que libre 
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mandamiento de pago cuando considere que las sumas reconocidas no se 

han pagado. Como el objeto del proceso de ejecución es el pago de 

obligaciones previamente reconocidas y no su declaración, el documento que 

se allegue como título ejecutivo debe contender clara y expresamente las 

obligaciones que se reclaman, para que pueda el juez dictar el mandamiento 

de pago. 

 

Con los anteriores referentes y una vez revisado el expediente, no encuentra 

la Sala que la obligación reclamada en ejecución de pagar las diferencias 

causadas por el mayor valor existente entre la pensión sanción a cargo de la 

ejecutada, y la pensión de vejez a cargo de COLPENSIONES (antes ISS), 

emane con claridad de las decisiones judiciales que se adosan como título 

ejecutivo complejo, para las mesadas que puedan surgir después de febrero 

de 2008.  

 

Al respecto, en el proceso ordinario que culminó con sentencia del 24 de 

septiembre de 1999, proferida por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Bogotá (folios 11 a 22), se discutió el derecho de MARCO FIDEL SUÁREZ 

MARTÍNEZ a obtener el reconocimiento y pago de la pensión sanción en 

cabeza de la Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá ± ETB S.A. E.S.P., 

en calidad de empleador. En dicha providencia, se confirmó la decisión del a 

quo de otorgar la prestación, pero se adicionó SDUD� ³determinar que la 

obligación se causa hasta cuando el actor empiece a percibir pensión de 

YHMH]´��En el segundo trámite ordinario, se discutió la obligación de la ahora 

ejecutada de indexar la base del cálculo de la primera mesada pensional, 

mismo que terminó de manera favorable para el actor por cuanto se dispuso 

mediante sentencia, el reajuste del valor de la pensión y el pago de las 

diferencias causadas por esa circunstancia a favor de este (folios 207 a 219, 

228 a 231, 11 a 18 Cdno. Tribunal y 117 a 129 Cdno. Corte). 

 

Así las cosas, el tema sobre el cual se funda la demanda ejecutiva, esto es, la 

compartibilidad pensional no ha sido objeto de discusión entre las partes, ni 

resuelto por esta jurisdicción mediante decisión judicial en firme, situación 
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necesaria si se tiene en cuenta que en los términos de la sentencia adiada el 

24 de septiembre de 1999, proferida dentro del primer proceso ordinario, la 

obligación del pago de la pensión sanción ±obligación principal- iría hasta el 

momento en que MARCO FIDEL SUÁREZ iniciara a percibir la pensión de 

vejez, lo que ocurrió en febrero de 2008, y que descarta el pago de diferencias 

por mayor valor que pudieran existir a partir de esta última fecha, que es lo 

pedido en el escrito introductor.   

 

En los procesos de ejecución se tramita el pago de obligaciones claras, 

expresas y exigibles que se hayan deducido previamente a cargo de una 

persona determinada, y no la declaración de esas obligaciones. En el caso 

presente y según se advierte de las pruebas incorporadas con la apelación, el 

demandante inició un proceso laboral ante el Juzgado 16 Laboral del Circuito 

de Bogotá (radicado 11001310501620190034500), precisamente, para que se 

declare la compartibilidad pensional.  

 

La falta de claridad en el título presentado para la ejecución de las obligaciones 

pensionales que pudieran surgir a cargo de la entidad ejecutada partir de 

febrero de 2008, impedía librar el mandamiento de pago, razón suficiente para 

revocar la decisión de primera instancian que arribó a una conclusión diferente. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 

D. C.,   

 
RESUELVE 

 

1. REVOCAR el auto que libró mandamiento de pago a favor de MARCO 

FIDEL SUAREZ y en contra la ETB S.A. E.S.P., para en su lugar, NEGAR 

el mandamiento de pago.  

2. SIN COSTAS en la apelación. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  



 
EXP. 10 2019 00240 01 
Marco Fidel Suárez contra la Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá - ETB 

6 

Así se firma por los magistrados que integran la Sala Sexta de decisión laboral,  

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  

     Magistrado 

 

 

 

LORENZO TORRES RUSSY                                         MARLENY RUEDA OLARTE 

                Magistrado                                                                  Magistrada 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  
DE BOGOTÁ D. C.  
SALA LABORAL 

 
Mag. Ponente: Dr. MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO. 

 
PROCESO EJECUTIVO DE GLORIA INGRID FORERO BAUTISTA 
CONTRA USANAR LTDA.  
 
Bogotá D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 

AUTO 
 

Llega el expediente al Tribunal procedente del Juzgado Trece (13) Laboral del 

Circuito de Bogotá, para decidir el recurso de apelación interpuesto por 

CARLOS AMAYA MORALES, contra el auto adiado el 30 de julio de 2021 que 

negó el trámite de un incidente de regulación de honorarios (folio 384). 

 

ANTECEDENTES 
 

Mediante apoderado, CARLOS AMAYA MORALES, apoderado de la parte 

ejecutante en el proceso de la referencia, presentó incidente de regulación de 

honorarios con el fin de obtener de GLORIA INGRID FORERO BAUTISTA el 

pago de honorarios por servicios prestados como abogado, en cuantía de 

$40.000.000 (folios 373 a 375). 

 

Por auto del 30 de julio de 2021, la juez se relevó del estudio del incidente tras 

considerar, de un lado, que el apoderado de CARLOS MAYA MORALES no 

podía otorgar poder para tramitar el incidente por no ser su abogado parte 

dentro de las diligencias, y de otro, que no se cumplen los presupuestos 

previstos en el artículo 76 del C.G.P. (folio 384).  
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RECURSO DE APELACIÓN 

 

Contra esta decisión el incidentante interpuso recurso de apelación. Afirma 

que, si bien no existe una revocatoria del poder, la negativa a pagar sus 

KRQRUDULRV�GHPXHVWUD�TXH�*/25,$�,1*5,'�)25(52�³rompe su voluntad de 

TXHUHU�TXH�OD�UHSUHVHQWH�MXGLFLDOPHQWH´, y no es posible esperar la constitución 

de un nuevo apoderado porque la gestión dentro del proceso ejecutivo llegó a 

su fin. Por ello, pide que se garanticen sus derechos como profesional del 

derecho y no se cercene la posibilidad de reclamar el pago de los honorarios 

causados por sus servicios (folios 385 a 386). 

 

CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL 
 

Para resolver lo pertinente el artículo 761 del C.G.P. faculta al apoderado 

judicial a quien se le haya revocado el poder, para que dentro de los 30 días 

siguientes a la notificación del auto que acepta la revocatoria solicite, mediante 

incidente, la regulación de sus honorarios.   

 

Como el presente asunto no se ha revocado el poder, ni la terminación del 

mandato ha sido admitida mediante auto, ni notificada ±como lo reconoce el 

propio recurrente-, no hay lugar a la apertura del incidente que se propone, 

razón suficiente para confirmar la providencia apelada, advirtiendo que si bien 

el demandante podía constituir apoderado judicial para el trámite del incidente, 

lo cierto es que dicho trámite no es procedente. 

 

 
1 ³ARTÍCULO 76. TERMINACIÓN DEL PODER. El poder termina con la radicación en 
secretaría del escrito en virtud del cual se revoque o se designe otro apoderado, a menos que 
el nuevo poder se hubiese otorgado para recursos o gestiones determinadas dentro del 
proceso. 
 
El auto que admite la revocación no tendrá recursos. Dentro de los treinta (30) días siguientes 
a la notificación de dicha providencia, el apoderado a quien se le haya revocado el poder podrá 
pedir al juez que se regulen sus honorarios mediante incidente que se tramitará con 
independencia del proceso o de la actuación posterior. Para la determinación del monto de los 
honorarios el juez tendrá como base el respectivo contrato y los criterios señalados en este 
código para la fijación de las agencias en derecho. Vencido el término indicado, la regulación 
de los honorarios podrá demandarse ante el juez laboral. �«�´� 
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COSTAS en la apelación a cargo del recurrente.  

 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, D.C., Sala 

Laboral,  

 

RESUELVE 
 

1. CONFIRMAR la providencia apelada.  
2. COSTAS en la apelación a cargo del incidentante.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado 

 

 

 

LORENZO TORRES RUSSY                                         MARLENY RUEDA OLARTE            

             Magistrado                                                                       Magistrada 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
DE BOGOTÁ D. C. 
SALA LABORAL 

 
Mag. Ponente: Dr. MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO.  
 
PROCESO ORDINARIO DE JORGE ALFONSO PULIDO GRISALES 
CONTRA LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES ± 
COLPENSIONES, LA SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A. Y SKANDIA 
ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS S.A.  
 
Bogotá D.C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 
AUTO 

 

Llega el expediente al Tribunal procedente del Juzgado Veintidós (22) Laboral 

del Circuito de Bogotá para decidir el recurso de apelación interpuesto por la 

apoderada de SKANDIA PENSIONES Y CESANTÍAS S.A., contra el auto   

adiado 18 de enero de 2022 (archivo No. 009 del expediente digital, trámite de 

primera instancia), mediante el cual se negó el llamamiento en garantía de la 

aseguradora MAPFRE COLOMBIA VIDA SEGUROS S.A. 

 
ANTECEDENTES  

 

Por medio de apoderada, JORGE ALFONSO PULIDO GRISALES presenta 

demanda contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES ± 

COLPENSIONES y las SOCIEDADES DE FONDO DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR Y SKANDIA S.A., para que mediante los trámites de 

un proceso ordinario laboral se declare la ineficacia de su afiliación a 

PORVENIR, efectuada el 31 de julio de 1997, con la cual se materializó el 

traslado entre regímenes, y el subsiguiente traslado horizontal a SKANDIA 

realizado el 9 de febrero de 2012, con fundamento en que se omitió el deber 
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de brindarle una asesoría profesional, clara, completa, suficiente y oportuna, 

que le permitiera comprender los requisitos, condiciones y riesgos del RAIS y 

compararlos con las condiciones del RPM al cual se encontraba afiliado. Como 

consecuencia de lo anterior pide que se ordene a COLPENSIONES recibirlo 

como su afiliado sin solución de continuidad y se traslade a dicha entidad, 

todos los valores que la AFP hubiera recibido por concepto de cotizaciones, 

bonos pensionales, sumas adicionales de la aseguradora con sus frutos e 

intereses y rendimientos causados (ver demanda archivo No. 1 del expediente 

digital, trámite de primera instancia).  

 

SKANDIA ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

S.A., la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES ± 

COLPENSIONES y la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A. contestaron la demanda 

mediante apoderado judicial (auto del 18 de enero de 2022, archivo No. 9 del 

expediente digital).  

 

En lo que interesa a la controversia, SKANDIA PENSIONES Y CESANTÍAS 

S.A., dentro del término de traslado de la demanda inicial, llamó en garantía a 

MAPFRE COLOMBIA VIDA SEGUROS S.A. en virtud de los contratos de 

seguro provisional con vigencia entre 2012 y 2018. Como fundamento de ello 

indicó que pagó las primas para cubrir los riesgos de invalidez y muerte de los 

afiliados a su Fondo Obligatorio de Pensiones (entre ellos el demandante) a la 

referida aseguradora en cumplimiento de las disposiciones legales vigentes, y 

por ello la administradora de pensiones no cuenta con dichos recursos. Estima 

necesaria su vinculación, en caso de que se ordene la devolución de tales 

primas (ver páginas 69 a 72 -llamamiento en garantía-, archivo No. 5 del 

expediente digital, trámite de primera instancia). 

 

Mediante el auto apelado, el juzgador de primer grado negó el llamamiento en 

garantía tras considerar que no se cumplen los supuestos fácticos previstos 

en el artículo 64 del C.G.P., debido  a que el origen contractual de la  relación 

jurídica entre SKANDIA S.A. y MAPFRE COLOMBIA es el posible 
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reconocimiento de sumas adicionales en prestaciones económicas como las 

pensiones de sobrevivientes o invalidez, más no una posible devolución de 

gastos previsionales (archivo No. 009 del expediente digital, trámite de primera 

instancia). 

 

RECURSO DE APELACIÓN 
 

En el recurso, la apoderada de SKANDIA PENSIONES Y CESANTÍAS S.A., 

reitera los argumentos de su solicitud pues, en caso de una condena a 

devolver la prima pagada, es MAPFRE COLOMBIA VIDA SEGUROS S.A.  

quien debe reembolsar dichos valores por ser la que recibió el importe de la 

misma en virtud del contrato de seguro (archivo No. 10 del expediente digital, 

trámite de primera instancia).  

 
CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL 

 

Para resolver lo pertinente, el artículo 64 del CGP, aplicable al asunto por 

remisión del artículo 145 del CPTSS, dispone para quien tenga derecho legal 

o contractual de exigir a un tercero la indemnización del perjuicio que llegare 

a sufrir, o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como 

resultado de una sentencia, la posibilidad de pedir en la demanda o en su 

contestación, la citación de aquel, para que en el mismo proceso se resuelva 

sobre tal relación mediante la figura del llamamiento en garantía. 

 

En esta forma de litisconsorcio, el Juez irremediablemente se debe pronunciar 

sobre el vínculo que media entre la parte demandada y el citado en garantía. 

Por ello, para que proceda el llamamiento, quien lo hace debe demostrar que 

existe una relación sustancial con el convocado y que dicha relación le impone 

el deber de garantizar el cumplimiento de las obligaciones a las cuales puede 

resultar condenado. 

 

Con base en lo dicho el Tribunal confirmará la decisión apelada, pues la 

demandada no demostró la existencia de una relación sustancial con la 
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aseguradora llamada en garantía, de la cual resulte para MAPFRE COLOMBIA 

VIDA SEGUROS S.A. la obligación de pagar el valor de las primas de seguro 

que recibió del fondo para cubrir los riesgos de invalidez o sobrevivencia del 

afiliado.  

 

Ello no se deduce del texto de la póliza traída al proceso (ver páginas 74 a 80 

del escrito de contestación de SKANDIA S.A., archivo No. 005 del expediente 

digital), cuyos beneficiarios son los afiliados al Fondo de pensiones obligatorias 

y no la demandada, y cuyo objeto es diferente al pretendido por la recurrente.  

 

SIN COSTAS en segunda instancia. 

 

DECISIÓN 

 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, D.C., Sala 

Laboral,  

 

RESUELVE 
 

1. CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Veintidós (22) Laboral 

del Circuito de Bogotá el 18 de enero de 2022. 

2. SIN COSTAS en la apelación. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado 

   

 

 

LORENZO TORRES RUSSY                                         MARLENY RUEDA OLARTE 

                Magistrado                                                                  Magistrada 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
DE BOGOTÁ D. C. 
SALA LABORAL 

 
Mag. Ponente: Dr. MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO.  
 
PROCESO ORDINARIO DE MARÍA ELVINIA CANO OLMOS CONTRA LA 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES ± COLPENSIONES, 
LA SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 
CESANTÍAS PORVENIR S.A., LA SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE 
FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A. Y SKANDIA 
ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS S.A.  
 
Bogotá D.C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 
AUTO 

 

Llega el expediente al Tribunal procedente del Juzgado Veintitrés (23) Laboral 

del Circuito de Bogotá para decidir el recurso de apelación interpuesto por la 

apoderada de SKANDIA PENSIONES Y CESANTÍAS S.A., contra el auto   

adiado 17 de noviembre de 2021 (carpeta 9, expediente digital, trámite de 

primera instancia), mediante el cual se rechazó el llamamiento en garantía de 

la aseguradora MAPFRE COLOMBIA VIDA SEGUROS S.A. 

 
ANTECEDENTES  

 

Por medio de apoderado, MARÍA ELVINIA CANO OLMOS presentó demanda 

contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES ± 

COLPENSIONES y las SOCIEDADES DE FONDO DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR, PROTECCIÓN, Y SKANDIA S.A., para que 

mediante los trámites de un proceso ordinario laboral se declare la ineficacia 

de su traslado del RPM al RAIS ocurrido mediante afiliación realizada a la AFP 

COLMENA (hoy PROTECCIÓN), y los posteriores traslados horizontales entre 
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fondos privados del RAIS, con fundamento en que se omitió el deber de 

informarle de manera clara, completa, veraz, oportuna, suficiente, adecuada y 

cierta las implicaciones que tenía el cambio de régimen de pensión y en 

general sobre las prestaciones económicas que obtendría del RAIS, los 

riesgos, beneficios y desventajas. Como consecuencia de lo anterior pide que 

se determine que siempre estuvo vinculada al RPM administrado por 

COLPENSIONES, sin solución de continuidad y se traslade a dicha entidad, 

todas las sumas de dineros, bonos pensionales, cotizaciones, sumas 

adicionales, rendimientos y gastos de administración y demás valores 

causados con motivo de la afiliación (ver demanda en el carpeta No 1 del 

expediente digital, trámite de primera instancia).  

 

SKANDIA ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

S.A., la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES ± 

COLPENSIONES, la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A. y la SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PROTECCIÓN S.A. contestaron la demanda mediante apoderado judicial 

(auto del 17 de noviembre de 2021, archivo 9 del expediente digital).  

 

En lo que interesa a la controversia, SKANDIA PENSIONES Y CESANTÍAS 

S.A., dentro del término de traslado de la demanda inicial, llamó en garantía a 

MAPFRE COLOMBIA VIDA SEGUROS S.A. en virtud de los contratos de 

seguro provisional con vigencia entre 2007 y 2011. Como fundamento de ello 

indicó que pagó las primas para cubrir los riesgos de invalidez y muerte de los 

afiliados a su Fondo Obligatorio de Pensiones (entre ellos la demandante) a la 

referida aseguradora en cumplimiento de las disposiciones legales vigentes, y 

por ello la administradora de pensiones no cuenta con dichos recursos. Estima 

necesaria su vinculación, en caso de que se ordene la devolución de tales 

primas (ver contestación y llamamiento en archivo 6 del expediente digital, 

trámite de primera instancia). 
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Mediante el auto apelado, el juzgador de primer grado negó el llamamiento en 

garantía tras considerar que no se dan los presupuestos de que trata el artículo 

64 del C.G.P. porque el objeto de la demanda es obtener la ineficacia de la 

afiliación y no se solicitan prestaciones de aquellas que otorga el sistema en 

las que tenga que intervenir como garante la compañía aseguradora (archivo 

9 del expediente digital). 

 

 

RECURSO DE APELACIÓN 
 

En el recurso, la apoderada de SKANDIA PENSIONES Y CESANTÍAS S.A., 

reitera los argumentos de su solicitud afirmando que, en caso de una condena 

a devolver la prima pagada, es MAPFRE COLOMBIA VIDA SEGUROS S.A.  

quien debe reembolsar dichos valores por ser quien recibió el importe de la 

misma en virtud del contrato de seguro (archivo 11 del expediente digital).  

 
CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL 

 

Para resolver lo pertinente, el artículo 64 del CGP, aplicable al asunto por 

remisión del artículo 145 del CPTSS, dispone para quien tenga derecho legal 

o contractual de exigir a un tercero la indemnización del perjuicio que llegare 

a sufrir, o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como 

resultado de una sentencia, la posibilidad de pedir en la demanda o en su 

contestación, la citación de aquel, para que en el mismo proceso se resuelva 

sobre tal relación mediante la figura del llamamiento en garantía. 

 

En esta forma de litisconsorcio, el Juez irremediablemente se debe pronunciar 

sobre el vínculo que media entre la parte demandada y el citado en garantía, 

por ello, para que proceda el llamamiento, quien lo hace debe demostrar que 

existe una relación sustancial con el convocado y que dicha relación le impone 

el deber de garantizar el cumplimiento de las obligaciones a las cuales puede 

resultar condenado en el proceso. 
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Con base en lo dicho el Tribunal confirmará la decisión apelada, pues la 

demandada no demostró la existencia de una relación sustancial con la 

aseguradora llamada en garantía, de la cual resulte, para MAPFRE COLOMBIA 

VIDA SEGUROS S.A., la obligación de pagar el valor de las primas de seguro 

que recibió del Fondo para cubrir los riesgos de invalidez o muerte del afiliado. 

Ello no se deduce del texto de la póliza traída al proceso (ver páginas 56 a 60 

del escrito de contestación de SKANDIA S.A., carpeta No 6 del expediente 

digital), cuyos beneficiarios son los afiliados al Fondo de pensiones obligatorias 

y no la demandada, y cuyo objeto es diferente al pretendido por la recurrente.  

 

SIN COSTAS en segunda instancia. 

 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, D.C., Sala 

Laboral,  

 

RESUELVE 
 

1. CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Veintitrés (23) Laboral 

del Circuito de Bogotá el 17 de noviembre de 2021. 

2. SIN COSTAS en la apelación. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado 

   

 

 

LORENZO TORRES RUSSY                                         MARLENY RUEDA OLARTE 

                Magistrado                                                                  Magistrada 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  

DE BOGOTÁ D. C.  
SALA LABORAL  

 
Mag. Ponente: Dr. MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 
 
PROCESO EJECUTIVO LABORAL DE OMAR ALEJANDRO VEGA LAGOS 
CONTRA FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN MARTÍN 
 
 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022) 
 

AUTO 
 

Llega el expediente al Tribunal procedente del Juzgado Veinticinco (25) 

Laboral del Circuito de Bogotá, para decidir el recurso de apelación interpuesto 

por el apoderado de la demandada, contra el auto del 11 de octubre de 2021, 

mediante el cual se dispuso: abstenerse de declarar la sucesión procesal 

debido al fallecimiento del ejecutante a favor de su esposa e hijos y, tener 

como sucesores en forma genérica a los herederos determinados e 

indeterminados del mismo. 

 

Revisado su contenido, la Sala advierte que el Ministerio de Educación 

Nacional mediante Resolución 01702 del 10 de febrero de 2015, artículos 

primero numerales 3 y 4 y segundo numeral 1, dispuso la ³imposibilidad de 
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admitir nuevos procesos judiciales y administrativos de carácter ejecutivo 

contra lD�)XQGDFLyQ�8QLYHUVLWDULD�6DQ�0DUWtQ´ 1.  

 

Lo anterior, en virtud de lo dispuesto en la Ley 1740 de 2014, cuyo artículo 14 

numeral 2 faculta a la referida entidad gubernamental para que, en el marco 

de la vigilancia especial, adopte diversos institutos de salvamento con miras a 

proteger los bienes y recursos de la institución de educación superior2. La 

referida norma ±así como el acto administrativo en cita- disponen que en lo 

 
1 Resolución 01702 del 10 de febrero de 2015. ͞�Zd1�h>K�WZ/D�ZK͗��ĚŽƉƚĂƌ�ůĂs siguientes medidas 
ĞƐƚĂďůĞĐŝĚĂƐ�ƉŽƌ�Ğů�ĂƌƚşĐƵůŽ�ϭϰ�ĚĞ�ůĂ�>ĞǇ�ϭϳϰϬ�ĚĞ�ϮϬϭϰ�ĐŽŵŽ�͚/ŶƐƚŝƚƵƚŽƐ�ĚĞ�^ĂůǀĂŵĞŶƚŽ͕͛�;͙Ϳ͗ 
;͙Ϳ͘ 3. La suspensión inmediata de los procesos judiciales y administrativos de carácter ejecutivo en 
curso contra la fundación Universitaria San Martín. 
4. La imposibilidad de admitir nuevos procesos judiciales y administrativos de carácter ejecutivo contra 
la Fundación Universitaria San Martin, por razón de obligaciones anteriores a la aplicación de esta 
medida; a estos procesos ejecutivos se aplicarán en lo pertinente las reglas previstas en los artículos 20 
y 70 de la Ley 1116 de 2006 ;͙Ϳ͘ 
ARTÍCULO SEGUNDO: Como consecuencia de las medidas de salvamento adoptadas en el artículo 
anterior para los recursos y bienes de la Fundación Universitaria San Martín, se dispone: 
1. Comunicar esta Resolución y las medidas adoptadas a los Jueces de la República, informándoles sobre 
la suspensión de los procesos de ejecución en curso y la imposibilidad de admitir nuevos procesos de 
esta clase contra la Fundación Universitaria San Martín, con ocasión de obligaciones anteriores a esta 
Resolución, así como la viabilidad de aplicar en lo pertinente a los procesos ejecutivos las reglas 
ƉƌĞǀŝƐƚĂƐ�ĞŶ�ůŽƐ�ĂƌƚşĐƵůŽƐ�ϮϬ�Ǉ�ϳϬ�ĚĞ�ůĂ�>ĞǇ�ϭϭϭϲ�ĚĞ�ϮϬϬϲ͖�;͙Ϳ͟. 
 
2 Ley 1740 de 2014 ͞ARTÍCULO 14. INSTITUTOS DE SALVAMENTO PARA LA PROTECCIÓN TEMPORAL DE 
RECURSOS Y BIENES EN EL MARCO DE LA VIGILANCIA ESPECIAL. Cuando se presenten circunstancias 
que amenacen gravemente la calidad y la continuidad del servicio, el Ministerio de Educación Nacional 
podrá adoptar las siguientes medidas para la protección temporal de los recursos, bienes y activos de 
la institución de educación superior, con el fin de atender en forma ordenada el pago de sus acreencias 
y obligaciones, propendiendo porque se le garantice a los estudiantes el derecho a la educación: 
;͙Ϳ͘ 2. La suspensión de los procesos de ejecución en curso y la imposibilidad de admitir nuevos procesos 
de esta clase contra la institución de educación superior, por razón de obligaciones anteriores a la 
aplicación de la medida. A los procesos ejecutivos se aplicarán en lo pertinente las reglas previstas en 
los artículos 20 y 70 de la Ley 1116 de 2006͟. 
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pertinente se deben aplicar las reglas contenidas en los artículos 20 y 70 de la 

Ley 1116 de 2006. 

 

Como el inicio del proceso de ejecución ocurrió con posterioridad a la fecha de 

aplicación de la citada Resolución 01702 -10 de febrero de 2015-, el Tribunal 

debe declarar de plano la nulidad de todo lo actuado como lo dispone el 

artículo 20 de la Ley 1116 de 20063, aplicable por mandato del artículo 1º 

numeral 4º de la 1702 de 2015 y del artículo 14 numeral 2º de la Ley 1740 de 

2014. Tal decisión se extenderá hasta el auto que libró el mandamiento 

ejecutivo el día 19 de agosto de 2015, inclusive. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 

D.C.,  

 
RESUELVE 

 

1. DECLARAR LA NULIDAD de todo lo actuado a partir del mandamiento 

ejecutivo proferido por el Juez Veinticinco (25) Laboral del Circuito de 

Bogotá el 19 de agosto de 2015, inclusive. 

 

 
3 LEY 1116 NDE 2006. ͞ARTÍCULO 20. NUEVOS PROCESOS DE EJECUCIÓN Y PROCESOS DE EJECUCIÓN 
EN CURSO. A partir de la fecha de inicio del proceso de reorganización no podrá admitirse ni continuarse 
demanda de ejecución o cualquier otro proceso de cobro en contra del deudor. Así, los procesos de 
ejecución o cobro que hayan comenzado antes del inicio del proceso de reorganización, deberán 
remitirse para ser incorporados al trámite y considerar el crédito y las excepciones de mérito pendientes 
de decisión, las cuales serán tramitadas como objeciones, para efectos de calificación y graduación y 
las medidas cautelares quedarán a disposición del juez del concurso, según sea el caso, quien 
determinará si la medida sigue vigente o si debe levantarse, según convenga a los objetivos del proceso, 
atendiendo la recomendación del promotor y teniendo en cuenta su urgencia, conveniencia y necesidad 
operacional, debidamente motivada. 
El Juez o funcionario competente declarará de plano la nulidad de las actuaciones surtidas en 
contravención a lo prescrito en el inciso anterior, por auto que no tendrá recurso alguno͟. 
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2. ORDENAR LA DEVOLUCIÓN del expediente al Juzgado de origen para 

que disponga lo que corresponde, conforme a lo ordenado en la citada 

Resolución. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

Así se firma por los magistrados que integran la Sala Sexta Laboral del 

Tribunal Superior de Bogota, 

 

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  

     Magistrado 

 

 

 

LORENZO TORRES RUSSY                                         MARLENY RUEDA OLARTE 

                Magistrado                                                                  Magistrada 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  
DE BOGOTÁ D. C.  
SALA LABORAL 

 
Mag. Ponente: Dr. MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

 
PROCESO ORDINARIO DE ANA SILVIA AVELLA PALACIOS CONTRA 
CAPRECOM EICE EN LIQUIDACIÓN.  
 

Bogotá D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 

Llega el expediente al despacho para estudiar la apelación interpuesta por la 

apoderada de la entidad demandada contra la sentencia dictada por el Juez 

Veinticinco (25) Laboral del Circuito de Bogotá en audiencia del 23 de marzo 

de 2021, mediante la cual se declaró la existencia de un contrato de trabajo 

entre la partes y probada la excepción de prescripción respecto de las 

prestaciones sociales e indemnizaciones por despido sin justa causa y 

moratoria. Además, impuso a cargo de la demandada el pago de las 

vacaciones y aportes a seguridad social.  

 

Revisado su contenido la Sala advierte que la jurisdicción ordinaria laboral no 

es competente para conocer el asunto, según lo definió la Corte Constitucional 

en reciente jurisprudencia, en la cual concluyó que asuntos como el presente 

(ver demanda de folios 3 a 17 y 138) escapan de la órbita de la competencia 

residual contenida en el artículo 2 numeral 5 del CPTSS1, en tanto se discute 

³OD�H[LVWHQFLD�GH�XQD�UHODFLyQ�ODERUDO��SUHVXQWDPHQWH�HQFXELHUWD�D�WUDYpV�GH�OD�

 
1 ³ARTICULO 2o. COMPETENCIA GENERAL. La Jurisdicción Ordinaria, en sus 
especialidades laboral y de seguridad social conoce de: 
�«�� 
5. La ejecución de obligaciones emanadas de la relación de trabajo y del sistema de seguridad 
social integral que no correspondan a otra autoridad´. 
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suscripción sucesiva de contratos de prestación de servicios FRQ�HO�(VWDGR´, 

controversia que debe ser zanjada en la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo a la luz del artículo 104 numeral 2 del CPACA2, pues versa 

sobre contratos en los que es parte una entidad pública.  

 

En el auto A-492 de 20213, la referida Corporación determinó que cuando se 

discute la existencia o el reconocimiento de un vínculo laboral y el consecuente 

pago de acreencias laborales, es necesario determinar si el contrato que unió 

al demandante con la entidad pública tiene una naturaleza distinta al que se 

suscribió y es de tipo laboral, labor que sólo puede adelantar el juez de lo 

contencioso administrativo, quien además es el llamado a determinar si la 

labor contratada podía o no cumplirse con personal de planta, o si requería de 

conocimientos especializados4. 

 

La Corte Constitucional concluyó que una evaluación preliminar para 

determinar si las funciones desempeñadas por el demandante en este tipo de 

procesos se ajustan o no a las de un empleado público, conllevaría a desatar 

la controversia de fondo antes de tramitar el proceso, con lo cual ³VH�FRUUHUtD�

 
2 ARTÍCULO 104. DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de lo 
dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios 
originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho 
administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando 
ejerzan función administrativa. 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
�«�� 
2. Los relativos a los contratos, cualquiera que sea su régimen, en los que sea parte una 
entidad pública o un SDUWLFXODU�HQ�HMHUFLFLR�GH�IXQFLRQHV�SURSLDV�GHO�(VWDGR´. 
  
3 Reiterado en auto A-684 de 2021. 
 
4 Ver artículo 32 numeral 3 de la Ley 80 de 1993: ³6RQ�FRQWUDWRV�GH�SUHVWDFLyQ�GH�VHUYLFLRV�
los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la 
administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con 
personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o 
requieran conocimientos especializados´. 
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el riesgo de exponer al actor equivocadamente ante una jurisdicción que no 

WLHQH� FRPSHWHQFLD� �«��� FRQ� OD� FRQVHFXHQWH� SpUGLGa de oportunidad para 

DGHODQWDU�HO� WUiPLWH� MXGLFLDO�GH�VX� UHFODPDFLyQ´, como ha ocurrido en casos 

sometidos a la jurisdicción ordinaria en los que se han absuelto las entidades 

públicas por no encontrar probada la calidad de trabajadores oficiales en los 

demandantes5. 

 

En el auto referido la Corte Constitucional dictó expresamente la siguiente 

REGLA DE DECISIÓN:  

 

³La Jurisdicción Contencioso Administrativa es la competente para 

conocer y decidir de fondo un proceso promovido para determinar la 

existencia de una relación laboral, presuntamente encubierta a través de 

la suscripción sucesiva de contratos de prestación de servicios con el 

Estado, de conformidad con el Artículo 104 del CPACA´ 6. 

 
5 Corte Constitucional, auto A-492 de 2021: ³(Q� ORV� FDVRV� HQ� ORV� TXH� VH� GLVFXWH� HO�
reconocimiento de un vínculo laboral con el Estado no es posible aplicar la misma regla que 
se utiliza para definir la autoridad judicial que conoce de las controversias suscitadas entre los 
trabajadores oficiales o empleados públicos y el Estado. Lo anterior conlleva la necesidad de 
que la Sala Plena se aparte del precedente que, en su oportunidad, desarrolló la Sala 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. Es claro que corresponde a la jurisdicción 
ordinaria el conocimiento de los procesos laborales en los que son parte trabajadores oficiales 
y a la jurisdicción contencioso administrativa aquellos relacionados con la vinculación legal y 
reglamentaria de los empleados públicos. En efecto, cuando existe certeza de la existencia de 
un vínculo laboral y no se discute que había una relación de subordinación entre la entidad 
pública y el trabajador o empleado, resulta válido definir la jurisdicción competente para 
conocer de estos asuntos con base en las funciones que dice haber ejercido el empleado o 
trabajador (criterio funcional) y la entidad a la cual se encontraba vinculado (criterio orgánico), 
para establecer si se trata de un trabajador oficial, que puede ejercitar la acción laboral ante 
la jurisdicción ordinaria del trabajo, o de un empleado público, caso en el cual la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo es la que debe definir el asunto. 
Sin embargo, esta regla no puede ser aplicada cuando el objeto de la controversia es, 
precisamente, el reconocimiento del vínculo laboral y el pago de las acreencias derivadas de 
la aparente celebración indebida de contratos de prestación de servicios con el Estado pues, 
en estos casos, se trata de evaluar i) la actuación desplegada por entidades públicas en la 
suscripción de ii) contratos de naturaleza distinta a una vinculación laboral. Adicionalmente, la 
única autoridad judicial competente para validar si la labor contratada corresponde a una 
IXQFLyQ� TXH� ³QR� SXHGH� UHDOL]DUVH� con personal de planta o requiere conocimientos 
HVSHFLDOL]DGRV´�HV�HO�MXH]�FRQWHQFLRVR´� 
 
6 Corte Constitucional, Auto A-684 de 2021. 
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En el caso presente las partes celebraron contratos administrativos de 

prestación de servicios7, lo que se evidencia de la documental allegada al 

plenario8. 

 

En consecuencia, en aras de garantizar el derecho al debido proceso, 

particularmente el derecho a ser juzgado por el funcionario judicial a quien el 

ordenamiento jurídico previamente le ha atribuido competencia -juez natural-9, 

materializar el principio a la igualdad, de conformidad con lo reglado en los 

artículos 16 y 138 del C.G.P., se decretará la nulidad de lo actuado desde la 

sentencia proferida por el Juez Veinticinco (25) Laboral del Circuito de Bogotá 

el 23 de marzo de 2021, y se dispondrá la remisión del expediente al reparto 

de los Jueces Administrativos del Circuito de Bogotá, para lo de su cargo, 

advirtiendo que las pruebas oportunamente decretadas y practicadas 

conservan su validez.  

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 

D. C., Sala Laboral,  

 
 

 
7 De conformidad con el artículo 1° de la Ley 314 de 1996, la naturaleza jurídica de la Caja de 
Previsión Social de Comunicaciones ± CAPRECOM ±demandada-, es la de una empresa 
industrial y comercial del estado del orden Nacional, con personería jurídica, autonomía 
administrativa y patrimonio independiente, y en consecuencia su régimen presupuestal y de 
personal, es el de las Entidades Públicas de esta clase.  
8 Ver Contratos de Prestación de servicios folios 76 a 80, 88 a 101. 
 
9 Corte Constitucional, Sentencia C-537 de 2016 ³�«�� Esta garantía de juez natural no puede 
desligarse de la del derecho a que se cumplan las formas propias de cada juicio, es decir, los 
términos, trámites, requisitos, etapas o formalidades establecidas por el legislador, de acuerdo 
con los numerales 1 y 2 del artículo 150 de la Constitución Política, para la adopción de una 
decisión por parte del juez competente. Se trata de otra expresión del principio de juridicidad 
propio de un Estado de Derecho en el que los órganos del poder público deben estar 
sometidos al ordenamiento jurídico, no sólo en la función (competencia), sino en el trámite 
(procedimiento) para el ejercicio de dicha función. Ambos elementos hacen, determinados el 
uno por el otro, que se desarrolle un debido proceso. Es justamente en la determinación de 
las consecuencias procesales del trámite de la actuación procesal, por parte de un juez 
incompetente, en donde se pone en evidencia el carácter inescindible del juez natural y las 
formas propias de cada juicio´� 
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RESUELVE 
 
1. DECLARAR LA NULIDAD de todo lo actuado a partir de la sentencia 

proferida por el Juez Veinticinco (25) Laboral del Circuito de Bogotá el 23 

de marzo de 2021, inclusive. 

2. DECLARAR LA FALTA DE JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA para 

conocer el presente proceso. 
3. REMITIR el expediente al reparto de los Juzgados Administrativos del 

Circuito de Bogotá para lo de su cargo, de conformidad con lo expuesto 

en la parte motiva de este proveído.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 
 
 
 
 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado  

 

 

 

LORENZO TORRES RUSSY                                       MARLENY RUEDA OLARTE   

                 Magistrado                                                                  Magistrada  

SALVO VOTO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  
DE BOGOTÁ D. C.  
SALA LABORAL 

 
Mag. Ponente: Dr. MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

 
PROCESO ORDINARIO DE MARTHA LUCÍA BERNAL MEDINA CONTRA 
CONVIDA E.P.S. 
 

Bogotá D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 

En primer lugar, téngase por reasumido el poder por la doctora Jackeline Vega 

Fernández, quien se identifica con T.P. 175.352, apoderada principal de la 

demandante. 

 

Llega el expediente al despacho para estudiar la apelación interpuesta por la 

apoderada de la entidad demandada contra el auto dictado por el Juez 

Veinticinco (25) Laboral del Circuito de Bogotá en audiencia del 5 de 

noviembre de 2021, mediante el cual, entre otras, declaró no probadas las 

excepciones previas de prescripción y falta de reclamación administrativa. 

 

Revisado su contenido la Sala advierte que la jurisdicción ordinaria laboral no 

es competente para conocer el trámite, según lo definió la Corte Constitucional 

en reciente jurisprudencia, en la cual concluyó que asuntos como el presente 

(ver demanda de folios 4 a 16) escapan a la órbita de la competencia residual 

contenida en el artículo 2 numeral 5 del CPTSS1, en tanto se discute ³OD�

 
1 ͞ARTICULO 2o. COMPETENCIA GENERAL. La Jurisdicción Ordinaria, en sus especialidades laboral y de 
seguridad social conoce de: 
;͙Ϳ͘ 
5. La ejecución de obligaciones emanadas de la relación de trabajo y del sistema de seguridad social 
integral que no correspondan a otra autoridad͟. 
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existencia de una relación laboral, presuntamente encubierta a través de la 

suscripción sucesiva de contratos de prestación de servicios FRQ�HO�(VWDGR´, 

controversia que debe ser zanjada en la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo a la luz del artículo 104 numeral 2 del CPACA2, pues versa 

sobre contratos en los que es parte una entidad pública. 

 

En el auto A-492 de 20213, la referida corporación determinó que cuando se 

discute la existencia o el reconocimiento de un vínculo laboral y el consecuente 

pago de acreencias laborales, es necesario determinar si el contrato que unió 

al demandante con la entidad pública tiene una naturaleza distinta al que se 

suscribió y es de tipo laboral, labor que sólo puede adelantar el juez de lo 

contencioso administrativo, quien además es el llamado a determinar si la 

labor contratada podía o no cumplirse con personal de planta, o si requería de 

conocimientos especializados4. 

 

La Corte Constitucional concluyó que una evaluación preliminar para 

determinar si las funciones desempeñadas por el demandante en este tipo de 

procesos se ajustan o no a las de un empleado público, conllevaría a desatar 

 
  
2 ARTÍCULO 104. DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. La Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución 
Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, 
omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades 
públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa. 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
;͙Ϳ͘ 
2. Los relativos a los contratos, cualquiera que sea su régimen, en los que sea parte una entidad pública 
Ž�ƵŶ�ƉĂƌƚŝĐƵůĂƌ�ĞŶ�ĞũĞƌĐŝĐŝŽ�ĚĞ�ĨƵŶĐŝŽŶĞƐ�ƉƌŽƉŝĂƐ�ĚĞů��ƐƚĂĚŽ͟. 
  
3 Reiterado en auto A-684 de 2021. 
 
4 Ver artículo 32 numeral 3 de la Ley 80 de 1993: ͞^ŽŶ�ĐŽŶƚƌĂƚŽƐ�ĚĞ�ƉƌĞƐƚĂĐŝſŶ�ĚĞ�ƐĞƌǀŝĐŝŽƐ� ůŽƐ�ƋƵĞ�
celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o 
funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando 
dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos 
especializados͟. 
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la controversia de fondo antes de tramitar el proceso, con lo cual ³VH�FRUUHUtD�

el riesgo de exponer al actor equivocadamente ante una jurisdicción que no 

WLHQH� FRPSHWHQFLD� �«��� FRQ� OD� FRQVHFXHQWH� SpUGLGD� GH� RSRUWXQLGDG� SDUD�

DGHODQWDU�HO� WUiPLWH� MXGLFLDO�GH�VX� UHFODPDFLyQ´, como ha ocurrido en casos 

sometidos a la jurisdicción ordinaria en los que se han absuelto las entidades 

públicas por no encontrar probada la calidad de trabajadores oficiales en los 

demandantes5. 

 

En el auto referido la Corte Constitucional dictó expresamente la siguiente 

REGLA DE DECISIÓN:  

 

³La Jurisdicción Contencioso Administrativa es la competente para 

conocer y decidir de fondo un proceso promovido para determinar la 

existencia de una relación laboral, presuntamente encubierta a través 

 
5 Corte Constitucional, auto A-492 de 2021: ͞�Ŷ�ůŽƐ�ĐĂƐŽƐ�ĞŶ�ůŽƐ�ƋƵĞ�ƐĞ�ĚŝƐĐƵƚĞ�Ğů�ƌĞĐŽŶŽĐŝŵŝĞŶƚŽ�ĚĞ�ƵŶ�
vínculo laboral con el Estado no es posible aplicar la misma regla que se utiliza para definir la autoridad 
judicial que conoce de las controversias suscitadas entre los trabajadores oficiales o empleados públicos 
y el Estado. Lo anterior conlleva la necesidad de que la Sala Plena se aparte del precedente que, en su 
oportunidad, desarrolló la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. Es claro que 
corresponde a la jurisdicción ordinaria el conocimiento de los procesos laborales en los que son parte 
trabajadores oficiales y a la jurisdicción contencioso administrativa aquellos relacionados con la 
vinculación legal y reglamentaria de los empleados públicos. En efecto, cuando existe certeza de la 
existencia de un vínculo laboral y no se discute que había una relación de subordinación entre la entidad 
pública y el trabajador o empleado, resulta válido definir la jurisdicción competente para conocer de 
estos asuntos con base en las funciones que dice haber ejercido el empleado o trabajador (criterio 
funcional) y la entidad a la cual se encontraba vinculado (criterio orgánico), para establecer si se trata 
de un trabajador oficial, que puede ejercitar la acción laboral ante la jurisdicción ordinaria del trabajo, 
o de un empleado público, caso en el cual la jurisdicción de lo contencioso administrativo es la que debe 
definir el asunto. 
Sin embargo, esta regla no puede ser aplicada cuando el objeto de la controversia es, precisamente, el 
reconocimiento del vínculo laboral y el pago de las acreencias derivadas de la aparente celebración 
indebida de contratos de prestación de servicios con el Estado pues, en estos casos, se trata de evaluar 
i) la actuación desplegada por entidades públicas en la suscripción de ii) contratos de naturaleza distinta 
a una vinculación laboral. Adicionalmente, la única autoridad judicial competente para validar si la 
ůĂďŽƌ�ĐŽŶƚƌĂƚĂĚĂ�ĐŽƌƌĞƐƉŽŶĚĞ�Ă�ƵŶĂ�ĨƵŶĐŝſŶ�ƋƵĞ�͞ŶŽ�ƉƵĞĚĞ�ƌĞĂůŝǌĂƌƐĞ�ĐŽŶ�ƉĞƌƐŽŶĂů�ĚĞ�ƉůĂŶƚĂ�Ž�ƌĞƋƵŝĞƌĞ�
conoĐŝŵŝĞŶƚŽƐ�ĞƐƉĞĐŝĂůŝǌĂĚŽƐ͟�ĞƐ�Ğů�ũƵĞǌ�ĐŽŶƚĞŶĐŝŽƐŽ͘͟ 
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de la suscripción sucesiva de contratos de prestación de servicios con 

el Estado, de conformidad con el Artículo 104 del CPACA´ 6. 

 
En el caso presente las partes celebraron contratos administrativos de prestación de 

servicios regidos por la Ley 80 de 19937, lo que se evidencia -además- de la 

documental allegada al plenario8. 

 

En consecuencia, en aras de garantizar el derecho al debido proceso, 

particularmente el derecho a ser juzgado por el funcionario judicial a quien el 

ordenamiento jurídico previamente le ha atribuido competencia -juez natural-9, 

materializar el principio a la igualdad, y evitar una decisión de fondo absolutoria 

o inhibitoria, se dispondrá la remisión del expediente al reparto de los Jueces 

Administrativos del Circuito de Bogotá, para lo de su cargo.  

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 

D. C., Sala Laboral,  

 

 
6 Corte Constitucional, Auto A-684 de 2021. 
 
7 Decreto Ordenanzal No. 0262 del 16 de septiembre de 2016 artículo 1: ͞>Ă�ĞŵƉƌĞƐĂ�WƌŽŵŽƚŽƌĂ�ĚĞ�
^ĂůƵĚ� ͚�W^͛Ɛ �KEs/��͕͛� ĞƐ� ƵŶĂ� �ŵƉƌĞƐĂ� /ŶĚƵƐƚƌŝĂů� Ǉ� �ŽŵĞĐŝĂů� ĚĞů� ƐĞĐƚŽƌ�ĚĞƐĐĞŶƚƌĂůŝǌĂĚŽ� ĚĞů� ŽƌĚĞŶ�
Departamental, con personería jurídica, autonomía administrativa y financiera y patrimonio 
ŝŝŶĚĞƉĞŶĚŝĞŶƚĞ͕�;͙Ϳ͟. 
 
8 Ver Órdenes Administrativas y sus adiciones y prórrogas de folios 42 a 46 y 48 a 97. 
 
9 Corte Constitucional, Sentencia C-537 de 2016 ͞;͙Ϳ� Esta garantía de juez natural no puede desligarse 
de la del derecho a que se cumplan las formas propias de cada juicio, es decir, los términos, trámites, 
requisitos, etapas o formalidades establecidas por el legislador, de acuerdo con los numerales 1 y 2 del 
artículo 150 de la Constitución Política, para la adopción de una decisión por parte del juez competente. 
Se trata de otra expresión del principio de juridicidad propio de un Estado de Derecho en el que los 
órganos del poder público deben estar sometidos al ordenamiento jurídico, no sólo en la función 
(competencia), sino en el trámite (procedimiento) para el ejercicio de dicha función. Ambos elementos 
hacen, determinados el uno por el otro, que se desarrolle un debido proceso. Es justamente en la 
determinación de las consecuencias procesales del trámite de la actuación procesal, por parte de un 
juez incompetente, en donde se pone en evidencia el carácter inescindible del juez natural y las formas 
propias de cada juicio͘͟ 
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RESUELVE 
 
 
1. DECLARAR LA FALTA DE JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA para 

conocer el presente proceso. 
2. REMITIR el expediente al reparto de los Juzgados Administrativos del 

Circuito de Bogotá para lo de su cargo, de conformidad con lo expuesto 

en la parte motiva de este proveído.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 
 
 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado  

 

 

 

LORENZO TORRES RUSSY                                       MARLENY RUEDA OLARTE   

                 Magistrado                                                                  Magistrada  

SALVO VOTO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  
DE BOGOTÁ D. C.  

 
SALA LABORAL   

 
Mag. Ponente: Dr. MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO. 

 
PROCESO ORDINARIO LABORAL DE MARÍA DELFA HERRERA 
VALENCIA CONTRA LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 
GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 
PROTECCIÓN SOCIAL ± UGPP. 
 
Bogotá D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO 
 

Llega el expediente para estudiar la solicitud elevada por Juzgado de primera 

instancia, quien mediante auto del 21 de febrero de 2022, solicita la 

corrección de la sentencia proferida el pasado 27 de marzo de 2019, en 

relación con la imposición de costas, pues no resulta coincidente lo indicado 

en la parte resolutiva con la motiva.  

 
CONSIDERACIONES 

 

El artículo 286 del C.G.P aplicable al procedimiento laboral por remisión del 

artículo 145 del CPTSS, dispone: ³Toda providencia en que se haya incurrido 

en error puramente aritmético, puede ser corregida por el juez que la dictó, 

en cualquier tiempo, de oficio o a solicitud de parte, mediante auto �«��Lo 

dispuesto en los incisos anteriores se aplica a los casos de error por omisión 

o cambio de palabras o alteración de estas, siempre que estén contenidas en 

OD�SDUWH�UHVROXWLYD�R�LQIOX\DQ�HQ�HOOD´.  

 

Conforme lo anterior y revisada la sentencia dictada por esta Corporación, se 

advierte que en efecto se cometió un error involuntario en la parte resolutiva 

de la providencia, pues se indicó que las ³COSTAS en esta instancia a cargo 
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de la parte GHPDQGDQWH´, cuando en la parte considerativa se había señalado 

claramente SIN COSTAS en segunda instancia. 

 

Se corregirá entonces el error referido. 

 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D. C., 

Sala Laboral,  

 

RESUELVE 
 

1. CORREGIR el numeral 3º de la sentencia dictada por esta 

Corporación el 27 de marzo de 2019, quedando entonces dicho ordinal 

de la parte resolutiva del siguiente tenor: ³��� 6,1� &267$6� en esta 

instancia´� En lo demás, la sentencia permanece incólume. 

 

2. REMITIR el expediente al Juzgado de origen para que continúe con el 

trámite procesal. 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 
 

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado 

   

 

 

LORENZO TORRES RUSSY     MARLENY RUEDA OLARTE 

                Magistrado                                                                  Magistrada 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
DE BOGOTÁ D. C. 
SALA LABORAL 

 
Mag. Ponente: Dr. MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO.  
 
PROCESO ORDINARIO LABORAL DE GERMÁN BARRIGA GARAVITO 
CONTRA LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES ± 
COLPENSIONES Y LA SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A. 
 

Bogotá D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veinte dos (2022),  

 

El Tribunal conforme lo acordado en Sala de Decisión, procede a dictar el 

siguiente:  

 
AUTO 

 

Conoce la Sala el recurso de apelación interpuesto por el apoderado del 

demandante contra el auto dictado el 16 de julio de 2021, mediante el cual se 

aprobó la liquidación de costas incluyendo $400.000 por agencias en derecho 

de primera instancia y $600.000 por la segunda (archivo No. 01 del expediente 

digital, trámite de primera instancia). 

 

Afirma el recurrente que estuvo presto a notificar el auto admisorio de la 

demanda, asistió a audiencias y replicó oportunamente cada uno de los 

escritos de sustentación, por lo que la suma fijada como agencias en derecho 

no solo desconoce el mínimo señalado en el acuerdo PSAA16-10554, sino 

también la gestión realizada por el profesional. Pide se revoque la providencia 

y, en su lugar se fijen a cargo de cada una de las demandadas 9 salarios 

mínimos por agencias en derecho de la primera instancia, y 5 por la segunda 

(archivo No. 01 del expediente digital). 

 



EXP. 28 2019 00375 01 
German Barriga Garavito Vs Colpensiones y otros.  
 
 

2 

CONSIDERACIONES 
 

Según lo dispone el numeral 4° del artículo 366 del Código General del 

Proceso, el valor de las agencias en derecho se debe basar en las tarifas que 

fije el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquellas establecen un mínimo y 

un máximo, el juez tendrá en cuenta la naturaleza, calidad y duración de la 

gestión realizada por el apoderado, o la parte que litigó personalmente, la 

cuantía del proceso, u otras circunstancias que estime pertinentes 

relacionadas directamente con su actividad y que permintan valorar la labor 

jurídica desarrollada, sin que se puedan desconocer los topes dispuestos en 

las normas.  

 

En procesos como el que se estudia, el Acuerdo PSAA16-10554 del 5 de 

agosto de 2016, aplicable al asunto por la fecha en que se inició el proceso -

27 de mayo de 2019-, dispone en el numeral 1º del artículo 5º como tarifa de 

las agencias en derecho entre 1 y 10 SMLMV para la primera instancia, y entre 

1 y 6 SMLMV para la segunda. 

 

Con base en esta norma, se modificará la decisión apelada, toda vez que las 

sumas fijadas en ambas instancias no se enmarcan dentro del rango legal, y 

atendiendo a las razones que expone el recurrente, fijará el valor de las 

agencias en derecho de cada instancia en un millón de pesos ($1.000.000), 

por ser la suma que a juicio del Tribunal  retribuye en justa medida la labor 

jurídica desarrollada por la parte actora, como quiera que la controversia 

planteada en la demanda y desarrollada a lo largo del proceso se basó en 

jurisprudencia trazada por la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia que 

sentó claramente todas las bases de interpretación normativa y dispuso, a 

cargo de la parte demandada, la carga de aportar las pruebas pertinentes y 

conducentes del proceso por la existencia de negaciones indefinidas.  

 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D. C., Sala 

Sexta Laboral,  
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RESUELVE 
 

1. MODIFICAR la providencia dictada el 16 de julio de 2021 mediante la 

cual se aprobaron las costas del proceso, para disponer como valor de 

las agencias en derecho la suma de  (1) UN MILLÓN DE PESOS MCTE 

para cada una de las dos instancias. 
2. SIN COSTAS en la apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

Así se firma,  

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado 

 

 

 

LORENZO TORRES RUSSY                              MARLENY RUEDA OLARTE 

                Magistrado                                                          Magistrada 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
DE BOGOTÁ D. C. 
SALA LABORAL 

 
Mag. Ponente: Dr. MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO.  
 
PROCESO ORDINARIO LABORAL DE MARIA DEL CARMEN TRRUJILLO 
LOPEZ CONTRA COLPENSIONES Y PORVENIR S.A. 
 

Bogotá D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veinte dos (2022),  

 

El Tribunal conforme lo acordado en Sala de Decisión, procede a dictar el 

siguiente:  

 
AUTO 

 

Conoce la Sala el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de 

PORVENIR S.A. contra el auto dictado el 21 de enero de 2022, mediante el 

cual se aprobó la liquidación de costas incluyendo $4.500.000 por agencias en 

derecho de primera instancia (folio 192). 

 

Afirma el recurrente que el juzgado no tuvo en cuenta la naturaleza y calidad 

del proceso, ni la gestión del apoderado de la parte actora, pues la condena 

se impartió acogiendo un criterio jurisprudencial de la Sala Laboral de la Corte 

Suprema de Justicia en un punto de derecho que no exige mayor actividad 

probatoria. Estima que las agencias en derecho se debieron tasar en 1 salario 

mínimo legal (folio 194 y 195). 

 

CONSIDERACIONES 
 

Según lo dispone el numeral 4° del artículo 366 del Código General del 

Proceso, el valor de las agencias en derecho se debe basar en las tarifas que 

fije el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquellas establecen un mínimo y 
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un máximo, el juez tendrá en cuenta la naturaleza, calidad y duración de la 

gestión realizada por el apoderado, o la parte que litigó personalmente, la 

cuantía del proceso, y otras circunstancias que estime pertinentes 

relacionadas directamente con su actividad y que permintan valorar la labor 

jurídica desarrollada, sin que se puedan desconocer los topes dispuestos en 

las normas.  

 

Con base en esta norma, se modificará la decisión apelada, pues si bien la 

suma definida en primera instancia como agencias en derecho se encuentra 

dentro del tope establecido en el numeral 1º del artículo 5º del Acuerdo 

PSAA16-10554 de 2016 del Consejo Superior de la Judicatura ±aplicable al 

asunto por la fecha en que inició el proceso-, el valor que a  juicio del Tribunal 

retribuye en justa medida la labor jurídica desarrollada por la parte actora en 

primera instancia es un millón de pesos ($1.000.000), en la medida en que la 

controversia planteada en la demanda y desarrollada a lo largo del proceso se 

basó en jurisprudencia trazada por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia que sentó claramente todas las bases de interpretación normativa, y 

dispuso a cargo de la parte demandada la carga de aportar las pruebas 

pertinentes y conducentes del proceso por la existencia de negaciones 

indefinidas.  

 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D. C., Sala 

Sexta Laboral,  

 
RESUELVE 

 
1. MODIFICAR la providencia dictada el 21 de enero de 2022 mediante la 

cual se aprobaron las costas del proceso, para disponer como valor de 

las agencias en derecho de primera instancia (1) UN MILLÓN DE 

PESOS MCTE. 
2. SIN COSTAS en la apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
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Así se firma,  

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado 

 

 

 

LORENZO TORRES RUSSY                              MARLENY RUEDA OLARTE 

                Magistrado                                                          Magistrada 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
DE BOGOTÁ D. C. 
SALA LABORAL 

 
Mag. Ponente: Dr. MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO.  
 
PROCESO ORDINARIO LABORAL DE ELEVI CORREDOR TRIVIÑO 
CONTRA COLPENSIONES Y PORVENIR S.A. 
 

Bogotá D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veinte dos (2022),  

 

El Tribunal conforme lo acordado en Sala de Decisión, procede a dictar el 

siguiente:  

 
AUTO 

 

Conoce la Sala el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de 

PORVENIR S.A. contra el auto dictado el 14 de enero de 2022, mediante el 

cual se aprobó la liquidación de costas incluyendo $3.000.000 por agencias en 

derecho de primera instancia (folio 614). 

 

Afirma el recurrente que el juzgado no tuvo en cuenta la naturaleza y calidad 

del proceso, ni la gestión del apoderado de la parte actora, pues la condena 

se impartió acogiendo un criterio jurisprudencial de la Sala Laboral de la Corte 

Suprema de Justicia en un punto de derecho que no exige mayor actividad 

probatoria. Estima que las agencias se debieron tasar en 1 salario mínimo legal 

(folio 615 a 616). 

 

CONSIDERACIONES 
 

Según lo dispone el numeral 4° del artículo 366 del Código General del 

Proceso, el valor de las agencias en derecho se debe basar en las tarifas que 

fije el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquellas establecen un mínimo y 
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un máximo, el juez tendrá en cuenta la naturaleza, calidad y duración de la 

gestión realizada por el apoderado, o la parte que litigó personalmente, la 

cuantía del proceso, u otras circunstancias que estime pertinentes 

relacionadas directamente con su actividad y que permintan valorar la labor 

jurídica desarrollada, sin que se puedan desconocer los topes dispuestos en 

las normas.  

 

Con base en esta norma, se modificará la decisión apelada, pues si bien la 

suma definida en primera instancia como agencias en derecho se encuentra 

dentro del tope establecido en el numeral 1º del artículo 5º del Acuerdo 

PSAA16-10554 de 2016 del Consejo Superior de la Judicatura ±aplicable al 

asunto por la fecha en que inició el proceso-, el valor que a  juicio del Tribunal 

retribuye en justa medida la labor jurídica desarrollada por la parte actora en 

primera instancia es un millón de pesos ($1.000.000), en la medida en que la 

controversia planteada en la demanda y desarrollada a lo largo del proceso se 

basó en jurisprudencia trazada por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia que sentó claramente todas las bases de interpretación normativa, y 

dispuso a cargo de la parte demandada la carga de aportar las pruebas 

pertinentes y conducentes del proceso por la existencia de negaciones 

indefinidas.  

 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D. C., Sala 

Sexta Laboral,  

 
RESUELVE 

 
1. MODIFICAR la providencia dictada el 14 de enero de 2022 mediante la 

cual se aprobaron las costas del proceso, para disponer como valor de 

las agencias en derecho de primera instancia  (1) UN MILLÓN DE 

PESOS MCTE. 
2. SIN COSTAS en la apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
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Así se firma,  

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado 

 

 

 

LORENZO TORRES RUSSY                              MARLENY RUEDA OLARTE 

                Magistrado                                                          Magistrada 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
DE BOGOTÁ D. C. 
SALA LABORAL 

 
Mag. Ponente: Dr. MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO.  
 
PROCESO ORDINARIO LABORAL DE OLGA ABREO BARRERA Y OTROS 
CONTRA LA EMPRESA DE ENERGÍA DE BOGOTÁ S.A. E.S.P.  
 
Bogotá D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022).   

 

La Sala Sexta de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Bogotá conforme 

lo acordado, procede a dictar el siguiente:  

  

AUTO 
 

Conoce la Sala del recurso de apelación interpuesto por la apoderada de los 

demandantes contra el auto dictado el 22 de abril de 2021, mediante el cual 

se aprobó la liquidación de costas en cuantía de $10.900.000, incluyendo 

$9.900.000 por agencias en derecho de primera instancia y $1.000.000 por la 

segunda (folio 3879). 

 

Afirma el recurrente que por el número de demandantes (33), la calidad de la 

gestión y los resultados obtenidos, el monto que se liquide debe ser superior, 

pues el valor fijado no corresponde a los criterios de equidad y razonabilidad 

a los que refiere la norma procedimental y el Acuerdo del Consejo. Advierte 

que los actores sufrieron graves daños por la suspensión de sus derechos 

convencionales que los obligó a acudir a la administración de justicia, situación 

que debe compensarse, además de la sentencia, con el valor de la condena 

en costas, a partir de lo cual se les permita a cada uno de ellos retribuir los 

pagos que tuvieron que asumir para acudir a la jurisdicción (Cd folio 3880). 
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CONSIDERACIONES 
 

Según lo dispone el numeral 4° del artículo 366 del Código General del 

Proceso, la fijación de agencias en derecho se debe basar en las tarifas que 

fije el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquellas establecen un mínimo y 

un máximo, el Juez tendrá en cuenta la naturaleza, calidad y duración de la 

gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la 

cuantía del proceso y otras circunstancias que estime pertinentes sin que 

pueda excederse el tope máximo dispuesto en las normas.  

 
Con base en lo dicho se confirmará la decisión apelada pues según la norma 

referida y acorde con el tope dispuesto en el numeral 2.1.1 del Acuerdo 1887 

de 2003 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura1 ±aplicable al 

asunto por la fecha en que inició-, el valor de las agencias en derecho en favor 

del trabajador será hasta el veinticinco por ciento (25%) del valor de las 

pretensiones reconocidas en la sentencia y si ésta, además, reconoce 

obligaciones de hacer ±como ocurre en este proceso-, se incrementará hasta 

cuatro (4) salarios mínimos mensuales legales vigentes por este concepto. 

Dicho valor remunera la gestión realizada por la apoderada en el proceso, que 

fue la misma para todos los demandantes, y de todas formas no puede exceder 

el tope referido.  

 

Vale anotar que el tope máximo que define la disposición señalada, no obliga 

al juez de forma inexorable a acogerlo. Bien puede, como ocurrió en el asunto 

bajo estudio, tasar razonadamente dentro del margen legal el valor de las 

agencias en derecho que debe pagar la parte que resultó vencida en la 

instancia.  

 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D. C., Sala 

Laboral,  

 
1 Hasta el veinticinco por ciento (25%) del valor de las pretensiones reconocidas en la 
sentencia. Si ésta, además, reconoce obligaciones de hacer, se incrementará hasta cuatro (4) 
salarios mínimos mensuales legales vigentes por este concepto. 
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RESUELVE 

 
1. CONFIRMAR la providencia dictada el 22 de abril de 2021, mediante la 

cual la Juez Treinta y Seis (36) Laboral del Circuito de Bogotá aprobó 

la liquidación de costas. 
  

2. SIN COSTAS en la apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

Así se firma,  

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  

Magistrado 

 

 

 

LORENZO TORRES RUSSY                           MARLENY RUEDA OLARTE    

                  Magistrado                                                      Magistrada 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  
DE BOGOTÁ D. C.  
SALA LABORAL 

 
Mag. Ponente: Dr. MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

 
PROCESO ORDINARIO DE ROSALBA ARIAS RINCÓN CONTRA SUB RED 
INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO ORIENTE E.S.E. 
 

Bogotá D. C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 

Llega el expediente al despacho para estudiar la apelación interpuesta por las 

partes contra la sentencia dictada por el Juez Treinta y Ocho (38) Laboral del 

Circuito de Bogotá en audiencia del 8 de octubre de 2021, mediante la cual se 

declaró la existencia de un contrato de trabajo entre la partes y se condenó a 

la SUB RED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO ORIENTE 

E.S.E. a pagar a la demandante prestaciones legales y extralegales y la 

compensación de vacaciones debidamente indexadas, así como las 

diferencias de aportes pensionales, absolviéndola de las demás pretensiones 

incoadas en su contra.  

 

Revisado su contenido la Sala advierte que la jurisdicción ordinaria laboral no 

es competente para conocer el asunto, según lo definió la Corte Constitucional 

en reciente jurisprudencia, en la cual concluyó que asuntos como el presente 

(ver demanda archivo No. 01 del expediente digital, trámite de primera 

instancia) escapan de la órbita de la competencia residual contenida en el 

artículo 2 numeral 5 del CPTSS1, en tanto se discute ³OD�H[LVWHQFLD�GH�XQD�

 
1 ³ARTICULO 2o. COMPETENCIA GENERAL. La Jurisdicción Ordinaria, en sus 
especialidades laboral y de seguridad social conoce de: 
�«�� 
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relación laboral, presuntamente encubierta a través de la suscripción sucesiva 

de contratos de prestación de servicios FRQ�HO�(VWDGR´, controversia que debe 

ser zanjada en la jurisdicción de lo contencioso administrativo a la luz del 

artículo 104 numeral 2 del CPACA2, pues versa sobre contratos en los que es 

parte una entidad pública.  

 

En el auto A-492 de 20213, la referida Corporación determinó que cuando se 

discute la existencia o el reconocimiento de un vínculo laboral y el consecuente 

pago de acreencias laborales, es necesario determinar si el contrato que unió 

al demandante con la entidad pública tiene una naturaleza distinta al que se 

suscribió y es de tipo laboral, labor que sólo puede adelantar el juez de lo 

contencioso administrativo, quien además es el llamado a determinar si la 

labor contratada podía o no cumplirse con personal de planta, o si requería de 

conocimientos especializados4. 

 

 
5. La ejecución de obligaciones emanadas de la relación de trabajo y del sistema de seguridad 
social integral que no correspondan a otra autoridad´. 
  
2 ARTÍCULO 104. DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de lo 
dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios 
originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho 
administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando 
ejerzan función administrativa. 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
�«�� 
2. Los relativos a los contratos, cualquiera que sea su régimen, en los que sea parte una 
HQWLGDG�S~EOLFD�R�XQ�SDUWLFXODU�HQ�HMHUFLFLR�GH�IXQFLRQHV�SURSLDV�GHO�(VWDGR´. 
  
3 Reiterado en autos A-684, 1093 y 1094 de 2021 (últimos en los que se definió la competencia 
en un asunto que guarda correspondencia con el que ocupa la atención de la Sala). 
 
4 Ver artículo 32 numeral 3 de la Ley 80 de 1993: ³6RQ�FRQWUDWRV�GH�SUHVWDFLyQ�GH�VHUYLFLRV�
los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la 
administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con 
personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o 
requieran conocimientos especializados´. 
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La Corte Constitucional concluyó que una evaluación preliminar para 

determinar si las funciones desempeñadas por el demandante en este tipo de 

procesos se ajustan o no a las de un empleado público, conllevaría a desatar 

la controversia de fondo antes de tramitar el proceso, con lo cual ³VH�FRUUHUtD�

el riesgo de exponer al actor equivocadamente ante una jurisdicción que no 

WLHQH� FRPSHWHQFLD� �«��� FRQ� OD� FRQVHFXHQWH� SpUGLGD� GH� RSRUWXQLGDG� SDUD�

DGHODQWDU�HO� WUiPLWH� MXGLFLDO�GH�VX� UHFODPDFLyQ´, como ha ocurrido en casos 

sometidos a la jurisdicción ordinaria en los que se han absuelto las entidades 

públicas por no encontrar probada la calidad de trabajadores oficiales en los 

demandantes5. 

 

En el auto referido la Corte Constitucional dictó expresamente la siguiente 

REGLA DE DECISIÓN:  
 

 
5 Corte Constitucional, auto A-492 de 2021: ³(Q� ORV� FDVRV� HQ� ORV� TXH� VH� GLVFXWH� HO�
reconocimiento de un vínculo laboral con el Estado no es posible aplicar la misma regla que 
se utiliza para definir la autoridad judicial que conoce de las controversias suscitadas entre los 
trabajadores oficiales o empleados públicos y el Estado. Lo anterior conlleva la necesidad de 
que la Sala Plena se aparte del precedente que, en su oportunidad, desarrolló la Sala 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. Es claro que corresponde a la jurisdicción 
ordinaria el conocimiento de los procesos laborales en los que son parte trabajadores oficiales 
y a la jurisdicción contencioso administrativa aquellos relacionados con la vinculación legal y 
reglamentaria de los empleados públicos. En efecto, cuando existe certeza de la existencia de 
un vínculo laboral y no se discute que había una relación de subordinación entre la entidad 
pública y el trabajador o empleado, resulta válido definir la jurisdicción competente para 
conocer de estos asuntos con base en las funciones que dice haber ejercido el empleado o 
trabajador (criterio funcional) y la entidad a la cual se encontraba vinculado (criterio orgánico), 
para establecer si se trata de un trabajador oficial, que puede ejercitar la acción laboral ante 
la jurisdicción ordinaria del trabajo, o de un empleado público, caso en el cual la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo es la que debe definir el asunto. 
Sin embargo, esta regla no puede ser aplicada cuando el objeto de la controversia es, 
precisamente, el reconocimiento del vínculo laboral y el pago de las acreencias derivadas de 
la aparente celebración indebida de contratos de prestación de servicios con el Estado pues, 
en estos casos, se trata de evaluar i) la actuación desplegada por entidades públicas en la 
suscripción de ii) contratos de naturaleza distinta a una vinculación laboral. Adicionalmente, la 
única autoridad judicial competente para validar si la labor contratada corresponde a una 
IXQFLyQ� TXH� ³QR� SXHGH� UHDOL]DUVH� FRQ� SHUVRQDO� GH� SODQWD� R� UHTXLHUH� FRQRcimientos 
HVSHFLDOL]DGRV´�HV�HO�MXH]�FRQWHQFLRVR´� 
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³La Jurisdicción Contencioso Administrativa es la competente para 

conocer y decidir de fondo un proceso promovido para determinar la 

existencia de una relación laboral, presuntamente encubierta a través de 

la suscripción sucesiva de contratos de prestación de servicios con el 

Estado, de conformidad con el Artículo 104 del CPACA´ 6. 

 

En el caso presente las partes celebraron contratos administrativos de 

prestación de servicios regidos por la Ley 80 de 19937, lo que se evidencia -

además- de la documental allegada al plenario8. 

 

En consecuencia, en aras de garantizar el derecho al debido proceso, 

particularmente el derecho a ser juzgado por el funcionario judicial a quien el 

ordenamiento jurídico previamente le ha atribuido competencia -juez natural-9, 

materializar el principio a la igualdad, de conformidad con lo reglado en los 

artículos 16 y 138 del C.G.P., se decretará la nulidad de lo actuado desde la 

 
6 Corte Constitucional, Auto A-684 de 2021. 
 
7 'H�FRQIRUPLGDG�FRQ�HO�DUWtFXOR����GHO�$FXHUGR����GHO����GH�DEULO�GH������ ³Por el cual se 
expiden los estatutos de la SUB RED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO 
25,(17(�(�6�(�´�� la naturaleza jurídica de esa entidad ±demandada en el asunto- es la de 
una categoría especial de entidad pública descentralizada del orden distrital, dotada de 
personería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa, adscrita al a Secretaría de 
Salud de Bogotá D.C. 
 
8 Ver Contratos de Prestación de Servicios y sus otrosí, páginas 74 a 120 del archivo No. 1 
del expediente digital. 
 
9 Corte Constitucional, Sentencia C-537 de 2016 ³�«�� Esta garantía de juez natural no puede 
desligarse de la del derecho a que se cumplan las formas propias de cada juicio, es decir, los 
términos, trámites, requisitos, etapas o formalidades establecidas por el legislador, de acuerdo 
con los numerales 1 y 2 del artículo 150 de la Constitución Política, para la adopción de una 
decisión por parte del juez competente. Se trata de otra expresión del principio de juridicidad 
propio de un Estado de Derecho en el que los órganos del poder público deben estar 
sometidos al ordenamiento jurídico, no sólo en la función (competencia), sino en el trámite 
(procedimiento) para el ejercicio de dicha función. Ambos elementos hacen, determinados el 
uno por el otro, que se desarrolle un debido proceso. Es justamente en la determinación de 
las consecuencias procesales del trámite de la actuación procesal, por parte de un juez 
incompetente, en donde se pone en evidencia el carácter inescindible del juez natural y las 
formas propias de cada juicio´� 
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sentencia proferida por el Juez Treinta y Ocho (38) Laboral del Circuito de 

Bogotá el 8 de octubre de 2021, y se dispondrá la remisión del expediente al 

reparto de los Jueces Administrativos del Circuito de Bogotá, para lo de su 

cargo, advirtiendo que las pruebas oportunamente decretadas y practicadas 

conservan su validez.  

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 

D. C., Sala Laboral,  

 
RESUELVE 

 
1. DECLARAR LA NULIDAD de todo lo actuado a partir de la sentencia 

proferida por el Juez Treinta y Ocho (38) Laboral del Circuito de Bogotá el 

8 de octubre de 2021, inclusive. 

2. DECLARAR LA FALTA DE JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA para 

conocer el presente proceso. 
3. REMITIR el expediente al reparto de los Juzgados Administrativos del 

Circuito de Bogotá para lo de su cargo, de conformidad con lo expuesto 

en la parte motiva de este proveído.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 
 
 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado  

 

 

 

LORENZO TORRES RUSSY                                       MARLENY RUEDA OLARTE   

                 Magistrado                                                                  Magistrada  
SALVO VOTO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA 

 SALA LABORAL 

 

Magistrado Ponente: DR MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

 

Bogotá D.C., veintinueve (29) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 

La apoderada de la parte demandante dentro del término legal, 

interpuso recurso extraordinario de casación contra el fallo proferido 

en esta instancia el treinta (30) de noviembre de dos mil veintiuno 

(2021), notificado por edicto de fecha seis (6) de diciembre de la 

misma anualidad, dado su resultado adverso. 

 

A efectos de resolver lo pertinente se hacen las siguientes,  

 

CONSIDERACIONES 

 

Es criterio reiterado de la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral 

de la Corte Suprema de Justicia, que el interés jurídico para recurrir en 

casación está determinado por el agravio que sufre el impugnante 

con la sentencia acusada, tratándose del demandante, corresponde 

al monto de las pretensiones que hubiesen sido negadas por la 

sentencia que se intenta impugnar, y respecto del demandado, se 

traduce en la cuantía de las condenas impuestas.1 

 

De acuerdo con el artículo 86 del Código Procesal del Trabajo  y de la 

Seguridad Social, son susceptibles del recurso de casación los 

                                                           
1 AL1514-2016 Radicación n.° 73011, del 16 de marzo de 2016, M.P. CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO. 
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procesos cuya cuantía exceda los 120 salarios mínimos, que a la fecha 

del fallo de segunda instancia  asciende a la suma de $109.023.120.  

 

En el presente caso, el fallo de primera instancia condenó al pago de 

la pensión especial reclamada, decisión que fue modificada por esta 

Sala. 

 

En consecuencia, el interés jurídico para recurrir en casación de la 

parte demandante recae sobre las pretensiones que, reconocidas, 

fueron modificadas en detrimento suyo, junto con aquellas que 

apeladas, fueron negadas en las instancias, de ellas, el fallo de 

primera instancia reconoció el valor de la primera mesada en la suma 

de $8´246.570, siendo modificada por el tribunal en cuantía de 

$7´882.158, lo que causa una diferencia que por su naturaleza, 

presenta incidencias a futuro que la Sala procede a estimar, para 

efectos de este recurso, sin indexar o actualizar , acogiendo la tabla 

de mortalidad rentistas hombre 2, de acuerdo a los siguientes cálculos: 

 Fecha de nacimiento (fl.1 ) 24 de noviembre  de 1960  

Edad fecha de fallo (años) 60 

Valor de la mesada  $ 364.412 

Mesadas año 13 

Índice  23.0 

Total                                    $ 108.959.188 

                            

En este sentido, el monto calculado por la incidencia futura 

($108.959.188), aunado al retroactivo causado desde el año 2018 a la 

                                                           
2 SUPERINTENDENCIA FINANCIARA DE COLOMBIA. RESOLUCION No 1555 de 2010 
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fecha de fallo de alzada, supera los 120 salarios mínimos establecidos 

en el artículo 43 de la Ley 712 de 2001. En consecuencia, se concede 

el recurso extraordinario de casación interpuesto por la apoderada de 

la parte demandante.  

 
En firme el proveído, continúese con el tramite pertinente. 
 

 
Notifíquese y Cúmplase,  
 
 

 
 
 

 
 
 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

Magistrado 

 

 

 

 

LORENZO TORRES RUSSY                              MARLENY RUEDA OLARTE 

                Magistrado                                                          Magistrada 
 
 
 
 
Proyecto: Alberson 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

SALA LABORAL 

 

 

MAGISTRADO PONENTE: JOSÉ WILLIAM GONZÁLEZ ZULUAGA 

 

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 

AUTO 

  

Sería del caso que el Despacho procediera a realizar el estudio del recurso 

de apelación presentado por el apoderado de la demandada 

Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Protección S.A., si no 

fuera porque se advierte que su interposición se realizó de manera 

extemporánea, teniendo en cuenta que el artículo 65 del C.P.T. y de la S.S. 

establece que: 

 

“(…) El recurso de apelación se interpondrá: 

1. Oralmente, en la audiencia en que fue proferido el auto y allí mismo 

se concederá si es procedente. 

2. Por escrito, dentro de los cinco (5) días siguientes cuando la 

providencia se notifique por estado. El juez resolverá dentro de los dos 

(2) días siguientes (…)”. 

 

En virtud de lo anterior, pudo constatarse que al interior del proceso 

ordinario laboral mediante providencia del 02 de diciembre de 2019 se 

aprobó la liquidación de costas por la suma de $5.000.000 como agencias 

en derecho a cargo de la demandada Protección S.A. y a favor de la 

demandante Martha Liliana Potes, providencia notificada por estado No. 

191 del 03 de diciembre de 2019. 

 

Posteriormente, el apoderado de la demandada Protección S.A. presentó el 

11 de diciembre de 2019 recurso de apelación en contra del auto 

anteriormente relacionado, el cual fue concedido mediante providencia del 

16 de diciembre de 2019, y remitido al Tribunal Superior de Bogotá – Sala 

Laboral 

 

De lo anterior, y una vez revisados los términos, puede evidenciarse lo 

siguiente: 
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Auto liquidación costas Lunes 02 de diciembre de 2019 

Notificación por estado No. 191 del 

auto por medio del cual se aprueba 

liquidación de costas 

 

Martes 03 de diciembre de 2019 

 

Día 1 hábil para interponer recurso 

de apelación 

Miércoles 04 de diciembre de 2019 

Día 2 hábil para interponer recurso 

de apelación 

Jueves 05 de diciembre de 2019 

Día 3 hábil para interponer recurso 

de apelación 

Viernes 06 de diciembre de 2019 

Día 4 hábil para interponer recurso 

de apelación 

Lunes 09 de diciembre de 2019 

Día 5 hábil para interponer recurso 

de apelación 

Martes 10 de diciembre de 2019 

Interposición de recurso de 

apelación 

Miércoles 11 de diciembre de 2019 - 

Extemporáneo 

 

Mediante providencia del 16 de diciembre de 2019, el a quo concedió el 

recurso de apelación, al encontrarse dicho auto enlistado en el artículo 65 

de. C.P.T. y de la S.S., sin verificarse que la solicitud hubiere sido allegada 

en término oportuno, sin que además obre constancia de circunstancia 

alguna o hecho notorio de que se hubiese dado lugar a la interrupción de 

términos.  

 

No puede entonces desconocerse que la Corte Suprema de Justicia – Sala 

de Casación Laboral, mediante providencia AL3859-2017, Rad. 56009, 

Magistrado Ponente el Dr. Fernando Castillo Cadena, reiteró el criterio de 

la decisión CSJ SL, 24 abr. 2013, rad. 54564, en la que se puntualizó: “(…) 

Bastante se ha dicho que el juez no puede de oficio ni a petición de parte 

revocar, modificar o alterar un auto ejecutoriado, pero también, que el error 

cometido en una providencia no lo obliga a persistir en él e incurrir en otros, 

menos, cuando su causa, como en este caso ocurrió, fue precisamente otro 

error. Por lo dicho, debe atenderse el aforismo jurisprudencial que indica que 

‘los autos ilegales no atan al juez ni a las partes’ (…)”. 

 

En virtud de lo anterior, deberá dejarse sin valor y efecto el Auto de fecha 

13 de febrero de 2020, por medio del cual se admitió el recurso de 

apelación incoado, y Auto del 01 de marzo de 2022, a través del cual se 

corrió traslado a la parte recurrente por el término de cinco días para que 

presentara alegatos de conclusión, y en su lugar, se RECHAZARÁ DE 

PLANO el recurso de apelación por extemporáneo. 

 

En mérito de lo expresado se,  

 

 

RESUELVE 
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PRIMERO: DEJAR SIN VALOR Y EFECTO los autos de fecha 13 de 

febrero de 2020 y 01 de marzo de 2022, por las razones expuestas en este 

proveído. 

  

SEGUNDO: RECHAZAR DE PLANO, por extemporáneo el recurso de 

apelación interpuesto por el apoderado de la Administradora de Fondos de 

Pensiones y Cesantías Protección S.A., que fuera concedido por el a quo, 

mediante providencia del 16 de diciembre de 2019. 

 

TERCERO: Envíese al Juzgado de origen, para que se continúe con el 

trámite pertinente  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

El magistrado, 

 

 

 

 

JOSÉ WILLIAM GONZÁLEZ ZULUAGA 

Magistrado  
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SALA LABORAL 

 

 

MAGISTRADO PONENTE: JOSÉ WILLIAM GONZÁLEZ ZULUAGA 

 

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022). 

 

AUTO 

  

Sería del caso que el Despacho procediera a realizar el estudio del recurso 

de apelación presentado por la apoderada de la Administradora de los 

Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud – ADRES, si 

no fuera porque se observa que su interposición se realizó de manera 

extemporánea, teniendo en cuenta que el artículo 65 del C.P.T. y de la S.S. 

establece que: 

 

“(…) El recurso de apelación se interpondrá: 

1. Oralmente, en la audiencia en que fue proferido el auto y allí mismo 

se concederá si es procedente. 

2. Por escrito, dentro de los cinco (5) días siguientes cuando la 

providencia se notifique por estado. El juez resolverá dentro de los dos 

(2) días siguientes (…)”. 

 

En virtud de lo anterior, pudo constatarse que al interior del proceso 

ordinario laboral se allegó por parte de la recurrente ADRES, memorial 

solicitando como llamadas en garantía a la Unión Temporal Nuevo Fosyga 

y a la Unión Temporal Fosyga 2014, el cual fue radicado en el Despacho de 

Conocimiento el día 02 de septiembre de 2019; mediante providencia del 

05 de septiembre de la misma anualidad, el aquo negó el llamamiento, 

como quiera que dichas entidades ya habían sido convocadas al juicio; 

posteriormente, a través de memorial del día 16 de septiembre de 2019, la 

apoderada de la recurrente insistió en integrar a las llamadas, y que de no 

accederse a dicha solicitud, se interponía recurso de apelación. 

 

De lo anterior, y una vez revisados los términos, puede evidenciarse lo 

siguiente: 

 

Auto niega llamamiento en garantía Jueves 05 de septiembre de 2019 
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Notificación por estado No. 56 del 

auto que niega llamamiento en 

garantía 

 

Viernes 06 de septiembre de 2019 

Día 1 hábil para interponer recurso 

de apelación 

Lunes 09 de septiembre de 2019 

Día 2 hábil para interponer recurso 

de apelación 

Martes 10 de septiembre de 2019 

Día 3 hábil para interponer recurso 

de apelación 

Miércoles 11 de septiembre de 2019 

Día 4 hábil para interponer recurso 

de apelación 

Jueves 12 de septiembre de 2019 

Día 5 hábil para interponer recurso 

de apelación 

Viernes 13 de septiembre de 2019 

Interposición de recurso de 

apelación 

16 de septiembre de 2019 - 

extemporáneo 

 

Mediante providencia del 30 de enero de 2020, el a quo concedió el recurso 

de apelación, al encontrarse dicho auto enlistado en el artículo 65 de. 

C.P.T. y de la S.S., sin verificarse que la solicitud hubiere sido allegada en 

término oportuno, sin que además obre constancia de circunstancia 

alguna o hecho notorio de que se hubiese dado lugar a la interrupción de 

términos.  

 

No puede entonces desconocerse que la Corte Suprema de Justicia – Sala 

de Casación Laboral, mediante providencia AL3859-2017, Rad. 56009, 

Magistrado Ponente el Dr. Fernando Castillo Cadena, reiteró el criterio de 

la decisión CSJ SL, 24 abr. 2013, rad. 54564, en la que se puntualizó: “(…) 

Bastante se ha dicho que el juez no puede de oficio ni a petición de parte 

revocar, modificar o alterar un auto ejecutoriado, pero también, que el error 

cometido en una providencia no lo obliga a persistir en él e incurrir en otros, 

menos, cuando su causa, como en este caso ocurrió, fue precisamente otro 

error. Por lo dicho, debe atenderse el aforismo jurisprudencial que indica que 

‘los autos ilegales no atan al juez ni a las partes’ (…)”. 

 

En virtud de lo anterior, deberá dejarse sin valor y efecto el Auto de fecha 

17 de febrero de 2020, por medio del cual se admitió el recurso de 

apelación incoado, y Auto del 01 de marzo de 2022, a través del cual se 

corrió traslado a la parte recurrente por el término de cinco días para que 

presentara alegatos de conclusión, y en su lugar, se RECHAZARÁ DE 

PLANO el recurso de apelación por extemporáneo. 

 

En mérito de lo expresado se,  

 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DEJAR SIN VALOR Y EFECTO los autos de fecha 17 de 

febrero de 2020 y 01 de marzo de 2022, por las razones expuestas en este 

proveído. 
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SEGUNDO: RECHAZAR DE PLANO, por extemporáneo el recurso de 

apelación interpuesto por la Administradora de los Recursos del Sistema 

General de Seguridad Social en Salud – ADRES, que fuera concedido por el 

a quo, mediante providencia del 30 de enero de 2020. 

 

TERCERO: Envíese al Juzgado de origen, para que se continúe con el 

trámite pertinente  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

El magistrado, 

 

 

 

 

JOSÉ WILLIAM GONZÁLEZ ZULUAGA 

Magistrado  

 

 

 





 

MAGISTRADA PONENTE: ÁNGELA LUCÍA MURILLO VARÓN 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE HENRY ALEXANDER MACHUCA NIETO CONTRA FONDO 

DE PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR S.A 

RAD 005 2020 00445 01 

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

De conformidad con lo establecido en el artículo 82 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social, ADMITASE el recurso de apelación presentado por el apoderado de la parte demandada contra 

la sentencia proferida el 17 de enero de 2022 por el Juzgado 05 Laboral del Circuito de Bogotá. 

En cumplimiento del Acuerdo PCSJA20-11567 (5-06-2020) y el artículo 15 del Decreto 806 de 2020, 

se dispone: 

Dar traslado a las partes por el término de CINCO (5) días a cada una, iniciando por las parte 

demandada apelante, y a continuación la que no apeló, para que presenten sus alegaciones por 

escrito, mismas que deberán ser remitidas al siguiente correo electrónico: 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
(firma electrónica) 

 ÁNGELA LUCÍA MURILLO VARÓN 

Magistrada 

Firmado Por:

mailto:secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

Angela Lucia Murillo Varon

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 020 Laboral

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 85615f54a7ab485bdd7971723873167c7dbe4d3ffba5d6d6837e5fb8f1925811

Documento generado en 31/03/2022 04:46:15 PM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

MAGISTRADA PONENTE: ÁNGELA LUCÍA MURILLO VARÓN 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE ANA LUCIA BUSTOS CONTRA ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES Y OTROS   

RAD 09 2019 00300 01 

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

De conformidad con lo establecido en el artículo 82 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social, ADMITASE el recurso de apelación presentado por los apoderados de Colpensiones y 

Porvenir contra la sentencia proferida el 25 de enero de 2022 por el Juzgado 09 Laboral del Circuito 

de Bogotá. 

Además, se ordena surtir el grado jurisdiccional de consulta a favor de ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES respecto de los puntos no apelados, en atención a 

lo dispuesto en los artículos 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social 

En cumplimiento del Acuerdo PCSJA20-11567 (5-06-2020) y el artículo 15 del Decreto 806 de 2020, 

se dispone: 

Dar traslado a las partes por el término de CINCO (5) días a cada una, iniciando por la parte de 

demandada apelante, y a continuación la que no apeló, para que presenten sus alegaciones por 

escrito, mismas que deberán ser remitidas al siguiente correo electrónico: 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

(firma electrónica) 
 ÁNGELA LUCÍA MURILLO VARÓN 

Magistrada 

Firmado Por:

mailto:secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

Angela Lucia Murillo Varon

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 020 Laboral

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 SALA LABORAL 

 
Bogotá D.C., veintiocho (28) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 
El apoderado de la parte demandante interpuso dentro del término de ejecutoria, 
recurso de reposición y en subsidio suplica1 contra el auto proferido por esta 
Corporación el doce (12) de enero de dos mil veintidós (2022), mediante el cual se 
negó el recurso de casación interpuesto por la misma parte, por cuanto estima que 
la Sala al momento de resolver el recurso extraordinario de casación no tuvo en 
cuenta el valor de los intereses moratorios que se causarían como consecuencia de 
la indemnización moratoria de que trata el articulo 65 del CST a partir del 25 de 
febrero de 2018.  
 
Por lo anterior el impugnante, solicita que se liquiden los intereses moratorios y se 
le tengan en cuenta para efectos de conceder el recurso extraordinario de casación 
y que de no concederse la casación se le conceda subsidiariamente el recurso de 
suplica.  
 
Acto seguido la Sala procede a decidir previas las siguientes, 

 
CONSIDERACIONES 

 
De acuerdo con lo manifestado por el recurrente, su inconformidad radica 
básicamente, en que la Sala al momento de cuantificar las pretensiones de la 
demanda negadas con las resultas del proceso, no liquidó los intereses moratorios 
de la indemnización moratoria de que trata el articulo 65 del CST a partir del 24 de 
enero de 2018, y no los liquido porque dichos intereses se concedieron en la 
sentencia de primera instancia y confirmada por esta Corporación. 
 
Al respecto, encuentra la Sala que en la decisión se mantienen los fundamentos 
facticos y jurídicos que condujeron a la corporación a negar el recurso extraordinario 
de Casación interpuesto por la parte demandante, consignados en la parte motiva 
del proveído cuya reposición se solicita, pues como se indicó anteriormente los 
intereses moratorios fueron reconocidos con las decisiones de primera y segunda 
instancia, razón por la cual, no resulta pertinente reponer la providencia proferida el 
doce (12) de enero de dos mil veintidós (2022) pues dicha pretensión fue 
reconocida.   
 
Ahora advierte la Sala que contra el auto que resuelve el RECURSO DE CASACION, 
no procede el recurso de súplica, razón por la cual dicha solicitud resulta ser 
improcedente, ya que de conformidad con la parte final del artículo 352 y 353 del 
CGP, lo procedente era interponer el recurso de reposición y en subsidio el recurso 
de queja; al respecto la norma en mención establece: 
 
 

“Artículo 352: Cuando el juez de primera instancia deniegue el recurso de 
apelación el recurrente podrá interponer el de queja para que el superior lo 
conceda si fuera procedente. El mismo recurso procede cuando se deniegue 
el de casación”. 
 

                                                 
1 Fl 326 a 328 
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“Artículo 353: El recurso de queja deberá interponerse en subsidio del de 
reposición contra el auto que denegó la apelación o la casación interpuesta 
por la parte contraria, caso en el cual deberá interponerse directamente 
dentro de la ejecutoria (…)”  

 
 
Por lo anterior, resultan claros los motivos por los cuales resulta improcedente el 
recurso de súplica interpuesto por el apoderado de la parte demandante, razón por 
la cual se niega dicha solicitud.  
 
No obstante lo anterior, en aplicación del parágrafo del artículo 318 del Código 
General del Proceso, se tramitara el recurso subsidiario como el recurso de queja 
que resulta procedente, el que se concede en los términos de los artículos 352 y 353 
del C.G.P. Por Secretaría de la Sala se debe surtir lo pertinente ante el Superior.  
 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, D.C., 
Sala de Decisión Laboral,  
 

 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO: NO REPONER el auto del doce (12) de enero de dos mil 
veintidós (2022), por las razones anteriormente expuestas. 

 
SEGUNDO: NEGAR por improcedente el recurso de suplica presentado por 

la parte demandante, por las razones expuestas en la parte motiva de este proveído.  
 
TERCERO: Como quiera que el recurso de queja resulta procedente en los 

términos de los artículos 352 y 353 del C.G.P., se concede. Por Secretaría de la Sala, 
se debe surtir lo pertinente ante el Superior. 

 
 

Notifíquese y Cúmplase,  
 
 
 

ÁNGELA LUCIA MURILLO VARÓN  
Magistrado 

 
 

(en uso de permiso) 
LUCERO SANTAMARIA GRIMALDO  

Magistrada 
 
 
 

HUGO ALEXANDER RIOS GARAY 
Magistrado 

LPJR  

 
 



EXPEDIENTE No 11001310501420160029001 
DTE: SANDRA PAOLA SEGOVIA ORTIZ 

DDO: JHON JAIRO AGUALIMPIA QUINTERO 

3 

 

 
 
 
 
 
 
 
H. MAGISTRADA DRA. ÁNGELA LUCIA MURILLO VARÓN  
 

 
 

Me permito pasar a su despacho el expediente No. 

11001310501420160029001, informándole que el apoderado de la parte 

demandante, dentro del término de ejecutoria interpuso recurso de reposición y 

en subsidio suplica contra del auto que negó el recurso extraordinario de casación 

dictado por esta Corporación el doce (12) de enero de dos mil veintiuno (2021).  

 

 

Lo anterior para lo pertinente.  

 

 

Bogotá D.C., veintiocho (28) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 

 

 

 

 

 

LINA PAOLA JIMÉNEZ ROMERO  

Oficial Mayor 

 

 

 

 
 

LPJR 

 

 

 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

MAGISTRADA PONENTE: ÁNGELA LUCÍA MURILLO VARÓN 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE LIGIA VARGAS CALLEJAS CONTRA ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES Y OTROS   

RAD 024 2020 00264 01 

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

De conformidad con lo establecido en el artículo 82 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social, ADMITASE el recurso de apelación presentado por los apoderados de la parte demandante y 

demandada contra la sentencia proferida el 11 de febrero de 2022 por el Juzgado 24 Laboral del 

Circuito de Bogotá. 

Además, se ordena surtir el grado jurisdiccional de consulta a favor de ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES respecto de los puntos no apelados, en atención a 

lo dispuesto en los artículos 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social 

En cumplimiento del Acuerdo PCSJA20-11567 (5-06-2020) y el artículo 15 del Decreto 806 de 2020, 

se dispone: 

Dar traslado a las partes por el término común de CINCO (5) días, para que presenten sus alegaciones 

por escrito, mismas que deberán ser remitidas al siguiente correo electrónico: 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
(firma electrónica) 

 ÁNGELA LUCÍA MURILLO VARÓN 
Magistrada 

Firmado Por:

 

mailto:secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

Angela Lucia Murillo Varon

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 020 Laboral

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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MAGISTRADA PONENTE: ÁNGELA LUCÍA MURILLO VARÓN 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE ISMAEL TELLO ACUÑA CONTRA FOTOMORIZ S.A    

 

RAD 031 2021 00234 01 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

De conformidad con lo establecido en el artículo 82 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social, ADMITASE el recurso de apelación presentado por el apoderado de la parte demandada contra 

el auto proferido el 10 de marzo de 2022 por el Juzgado 31 Laboral del Circuito de Bogotá. 

En cumplimiento del Acuerdo PCSJA20-11567 (5-06-2020) y el artículo 15 del Decreto 806 de 2020, 

se dispone: 

Dar traslado a las partes por el término común de CINCO (5) días, para que presenten sus alegaciones 

por escrito, mismas que deberán ser remitidas al siguiente correo electrónico: 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

(firma electrónica) 
 ÁNGELA LUCÍA MURILLO VARÓN 

Magistrada 

Firmado Por:

mailto:secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

Angela Lucia Murillo Varon
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MAGISTRADA PONENTE: ÁNGELA LUCÍA MURILLO VARÓN 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE CARMEN BEATRIZ VARGAS CASTILLO CONTRA 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES Y OTROS   

RAD 032 2019 00366 01 

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

De conformidad con lo establecido en el artículo 82 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social, ADMITASE el recurso de apelación presentado por los apoderados de COLFONDOS, 

PORVENIR, SKANDIA Y COLPENSIONES, contra la sentencia proferida el 23 de febrero de 2022 

por el Juzgado 32 Laboral del Circuito de Bogotá. 

Además, se ordena surtir el grado jurisdiccional de consulta a favor de ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES respecto de los puntos no apelados, en atención a 

lo dispuesto en los artículos 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social 

En cumplimiento del Acuerdo PCSJA20-11567 (5-06-2020) y el artículo 15 del Decreto 806 de 2020, 

se dispone: 

Dar traslado a las partes por el término de CINCO (5) días a cada una, iniciando por la parte de 

demandada apelante, y a continuación la que no apeló, para que presenten sus alegaciones por 

escrito, mismas que deberán ser remitidas al siguiente correo electrónico: 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

(firma electrónica) 
 ÁNGELA LUCÍA MURILLO VARÓN 

Magistrada 

mailto:secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


Firmado Por:

 

 

Angela Lucia Murillo Varon

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 020 Laboral

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 9aa665fbb099b114f9fde8ee34c48766da284356f1dc9b683817278a77aa8c8f

Documento generado en 31/03/2022 04:46:17 PM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 

 

MAGISTRADA PONENTE: ÁNGELA LUCÍA MURILLO VARÓN 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE LIGIA HELENA MEDINA PINZÓN CONTRA 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES Y OTROS   

RAD 036 2021 00364 01 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

De conformidad con lo establecido en el artículo 82 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social, ADMITASE el recurso de apelación presentado por los apoderados de Colpensiones y 

Colfondos contra la sentencia proferida el 2 de febrero de 2022 por el Juzgado 36 Laboral del 

Circuito de Bogotá. 

Además, se ordena surtir el grado jurisdiccional de consulta a favor de ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES respecto de los puntos no apelados, en atención a 

lo dispuesto en los artículos 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social 

En cumplimiento del Acuerdo PCSJA20-11567 (5-06-2020) y el artículo 15 del Decreto 806 de 2020, 

se dispone: 

Dar traslado a las partes por el término de CINCO (5) días a cada una, iniciando por la parte 

demandada apelante, y a continuación la que no apeló, para que presenten sus alegaciones por 

escrito, mismas que deberán ser remitidas al siguiente correo electrónico: 

secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

(firma electrónica) 
 ÁNGELA LUCÍA MURILLO VARÓN 

Magistrada 
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EXPEDIENTE No 11001310500720180017301 
DTE: NIEVES ARIZA DE PATIÑO 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 SALA LABORAL 

 
 
Bogotá D.C., treinta (30) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 
 
El apoderado de la parte demandante interpuso, dentro del término de ejecutoria 
recurso extraordinario de casación, contra el fallo proferido en esta instancia el 
veintinueve (29) de octubre de dos mil veintiuno (2021), dado su resultado 
desfavorable. 
 
Para resolver la viabilidad del recurso de casación interpuesto se considera 

 
El Artículo 86 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, establece que: 
³sólo serán susceptibles del recurso de casación los procesos cuya cuantía exceda de 
ciento veinte (120) veces el salario mínimo legal mensual vigente�´ 

 
 

Tal cuantía se GHWHUPLQD�EDMR�HO�FRQFHSWR�GH�³interés jurídico para recurrir´��TXH�GH�
forma clara la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia lo ha 
interpretado como el perjuicio que sufre la parte afectada con la sentencia impugnada1, 
definiéndose para el demandante, las pretensiones que no hubieran sido acogidas en 
segunda instancia y para la demandada las condenas impuestas; en ambos casos, 
atendiendo los recursos de apelación que hubieran sido interpuestos. 

 
 

En el presente asunto la sentencia de primera instancia absolvió a la demandada de 
todas y cada una de las pretensiones incoadas en su contra; decisión que fue apelada 
por la parte demandante y confirmada en segunda instancia por esta corporación.  
 
 
En consecuencia, el interés jurídico para acudir en casación por parte de la 
demandante debemos decir que esta recae sobre las pretensiones que no le fueron 
reconocidas con las resultas del proceso, esto es, sobre los siguientes conceptos y 
sumas de dinero que pretendió:  
 

Concepto   Valor  
Mesadas causadas desde el 13 de 
noviembre de 2016 hasta la fecha del 
fallo de 2da instancia   $ 60.210.759,33 
Intereses Moratorios  $ 66.653.965,00 
Total  $ 126.864.724,33 

 
 
   

 
1 $O�UHVSHFWR�GH�WLHPSR�DWUiV�OD�&RUWH�6XSUHPD�GH�-XVWLFLD�KD�PDQLIHVWDGR�\�UHLWHUDGR��³el interés jurídico para 
recurrir en casación está determinado por el agravio que sufre el impugnante con la sentencia acusada, que 
tratándose del demandado como el caso en estudio, se traduce en la cuantía de las resoluciones que 
económicamente lo perjudiquen y, respecto del demandante, el monto de las pretensiones que Radicación n.° 
73011 4 hubiesen sido negadas por la sentencia que se intenta impugnar, teniendo en cuenta la conformidad o 
inconformidad del interesado respecto del fallo de primer grado´ Auto AL1514-2016 del 16 de marzo de 2016, Sala 
de Casación Laboral. M.P. CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO. 
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Teniendo en cuenta el cálculo anterior, lo que debió pagársele a la demandante, en 
caso de una eventual condena a la demandada, asciende a $ 126.864.724,33 suma 
que supera los 120 salarios mínimos exigidos para recurrir en casación.  
 
 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, D.C., 
Sala de Decisión Laboral,  
 

RESUELVE 
 

PRIMERO: CONCEDER el recurso extraordinario de casación interpuesto por la parte 
demandante. 

 
 

SEGUNDO: En firme el presente proveído, prosígase con el trámite correspondiente. 
 

 
Notifíquese y Cúmplase,  

 
 
 
 
 
 

MARLENY RUEDA OLARTE  
Magistrada 

 
 
 
 
 
 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  
Magistrado 

 
 
 
 
 
 

LORENZO TORRES RUSSY  
Magistrado 

 
LPJR  
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H. MAGISTRADA DRA. MARLENY RUEDA OLARTE   
 
 
Me permito pasar a su despacho el expediente No. 11001310500720180017301, 
informándole que el apoderado de la parte demandante, dentro del término de 
ejecutoria interpuso recurso extraordinario de casación en contra del fallo de segunda 
instancia dictado por esta Corporación el veintinueve (29) de octubre de dos mil 
veintiuno (2021).  
 
 
Lo anterior para lo pertinente.  
 
 
Bogotá D.C., treinta (30) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 
 
 
 
 
 

LINA PAOLA JIMENEZ ROMERO  
Oficial Mayor 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 SALA LABORAL 

 
 
Bogotá D.C., treinta (30) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 
 
El apoderado de la parte demandante interpuso, dentro del término de ejecutoria 
recurso extraordinario de casación, contra el fallo proferido en esta instancia el 
veintinueve (29) de octubre de dos mil veintiuno (2021), dado su resultado 
desfavorable. 
 
Para resolver la viabilidad del recurso de casación interpuesto se considera 

 
El Artículo 86 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, establece que: 
³sólo serán susceptibles del recurso de casación los procesos cuya cuantía exceda de 
ciento veinte (120) veces el salario mínimo legal mensual vigente�´ 

 
 

Tal cuantía se GHWHUPLQD�EDMR�HO�FRQFHSWR�GH�³interés jurídico para recurrir´��TXH�GH�
forma clara la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia lo ha 
interpretado como el perjuicio que sufre la parte afectada con la sentencia impugnada1, 
definiéndose para el demandante, las pretensiones que no hubieran sido acogidas en 
segunda instancia y para la demandada las condenas impuestas; en ambos casos, 
atendiendo los recursos de apelación que hubieran sido interpuestos. 

 
 

En el presente asunto la sentencia de primera instancia absolvió al demandada de 
todas y cada una de las pretensiones incoadas en su contra; decisión que fue apelada 
por la parte demandante y confirmada en segunda instancia por esta corporación.  
 
 
En consecuencia, el interés jurídico para acudir en casación por parte de la 
demandante debemos decir que esta recae sobre las pretensiones que no le fueron 
reconocidas con las resultas del proceso, esto es, sobre los siguientes conceptos y 
sumas de dinero que pretendió:  
 

Concepto  Valor  
Cesantías  $    3.651.090,85  
Intereses Cesantías   $      438.130,90  
Sanción Moratoria Art 99 ley 50 de 1990  $  55.842.060,00  
Prima de servicios   $    3.651.090,85  
Vacaciones   $    1.416.230,97  
Indemnización Moratoria Art. 65 CST  $  46.170.503,17  
Total   $   111.169.106,74  

   
 

1 $O�UHVSHFWR�GH�WLHPSR�DWUiV�OD�&RUWH�6XSUHPD�GH�-XVWLFLD�KD�PDQLIHVWDGR�\�UHLWHUDGR��³el interés jurídico para 
recurrir en casación está determinado por el agravio que sufre el impugnante con la sentencia acusada, que 
tratándose del demandado como el caso en estudio, se traduce en la cuantía de las resoluciones que 
económicamente lo perjudiquen y, respecto del demandante, el monto de las pretensiones que Radicación n.° 
73011 4 hubiesen sido negadas por la sentencia que se intenta impugnar, teniendo en cuenta la conformidad o 
inconformidad del interesado respecto del fallo de primer grado´ Auto AL1514-2016 del 16 de marzo de 2016, Sala 
de Casación Laboral. M.P. CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO. 
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Teniendo en cuenta el cálculo anterior, lo que debió pagársele al demandante, en caso 
de una eventual condena a la demandada Colpensiones, asciende a 
$111.169.106,74 suma que supera los 120 salarios mínimos exigidos para recurrir 
en casación.  
 
 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, D.C., 
Sala de Decisión Laboral,  
 

RESUELVE 
 

PRIMERO: CONCEDER el recurso extraordinario de casación interpuesto por la parte 
demandante. 

 
 

SEGUNDO: En firme el presente proveído, prosígase con el trámite correspondiente. 
 

 
Notifíquese y Cúmplase,  

 
 
 
 
 
 

MARLENY RUEDA OLARTE  
Magistrada 

 
 
 
 
 
 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  
Magistrado 

 
 
 
 
 
 

LORENZO TORRES RUSSY  
Magistrado 

 
LPJR  

 
 
 
 
 
 



EXPEDIENTE No 11001310503820190023701 
DTE: BARBARA MUÑOZ CANTOR 
DDO: EDGAR RAMIRO CARREÑO 

3 
 

 
 
H. MAGISTRADA DRA. MARLENY RUEDA OLARTE   
 
 
Me permito pasar a su despacho el expediente No. 11001310503820190023701, 
informándole que el apoderado de la parte demandante, dentro del término de 
ejecutoria interpuso recurso extraordinario de casación en contra del fallo de segunda 
instancia dictado por esta Corporación el veintinueve (29) de octubre de dos mil 
veintiuno (2021).  
 
 
Lo anterior para lo pertinente.  
 
 
Bogotá D.C., treinta (30) de marzo de dos mil veintidós (2022). 
 
 
 
 
 
 

LINA PAOLA JIMENEZ ROMERO  
Oficial Mayor 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ D.C 

SALA LABORAL 
 

PROCESO ORDINARIO No. 03-2019-505-01 

DEMANDANTE: TITO MARIO MENDOZA 

DEMANDADO: UGPP 

 
MAGISTRADA PONENTE 

MARLENY RUEDA OLARTE 
 

Bogotá, D.C., Treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 
ANTECEDENTES 

 

La apoderada de la parte demandante, solicita aclaración de sentencia 

proferida el 28 de febrero de la presente anualidad, argumentando que en 

la parte motiva de dicha decisión se realizaron modificaciones a la 

sentencia de primer grado, no obstante ello, en el resuelve dicha decisión 

se confirmó en su totalidad. 

 

CONSIDERACIONES 
 

Para resolver lo anterior se ha de traer a colación por la Sala la norma que 

regula la materia en lo pertinente, es decir los artículos 285 a 287 del Código 

General del Proceso, que señalan: 

 
´Aclaración.- La sentencia no es revocable ni reformable por el juez que la 
pronunció. Sin embargo, podrá ser aclarada, de oficio o a solicitud de parte, 
cuanto contenga conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, 
siempre que este contenidas en la parte resolutiva de la sentencia o influyan 
HQ�HOOD«µ� 
 
 

Sobre el particular se resalta que en uso de la facultad que se le confiere al 

juez para que aclare la sentencia cuando existan frases que ofrezcan 

verdadero motivo de duda, no puede llegar a modificar o alterar los factores 

o elementos que la componen, no pudiendo ser esta entendida como la 

posibilidad de modificar el contenido de sus decisiones, pues esa facultad 

puede ser desplegada en los precisos límites consagrados por el legislador, 
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de tal manera que su ejercicio permita mantener incólume el contenido del 

fallo proferido, dotándolo de certeza.  

 

Y ello es así, dada la prohibición que tiene el juez de revocar o modificar su 

propia sentencia, la cual obliga tanto al juez que la emite como a las partes, 

a las autoridades públicas y a los particulares sin que les sea dable a 

ninguno de ellos desconocerla, predicándose en consecuencia el carácter 

vinculante del ordenamiento jurídico, sin el cual las decisiones judiciales 

carecerían de eficacia. 

 

Es así como revisada la providencia respecto de la cual se solicita aclaración 

se tiene contrario a lo señalado por la memorialista, en ninguno de los 

apartes de la misma, se indicó que sería objeto de modificación la sentencia 

de primer grado; contrario sensu, n la parte motiva se señaló con claridad 

que la sentencia se confirmaría en su totalidad por ser ajustada a derecho 

y así quedó consignado en el resuelve de la providencia proferida por esta 

Corporación; razón por la cual, no es posible acceder a la solicitud de 

aclaración, ya que ningún aparte de la sentencia se ajusta a los parámetros 

de la normatividad aplicable para que proceda su aclaración. 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 

Los Magistrados,  

                                                      

                                                                                                                                                         

MARLENY RUEDA OLARTE 
MAGISTRADA 

 

 
MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

MAGISTRADO  
 
 
 

LORENZO TORRES RUSSY 
MAGISTRADO 

 


